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			Introducción

			La historia de las evaluaciones del desempeño gubernamental es extensa. Se han diseñado herramientas útiles y metodologías sofisticadas para la medición o evaluación del desempeño, con énfasis en diversos elementos, que van desde el impacto de políticas públicas, a la eficacia y eficiencia en el diseño e implementación de programas gubernamentales. Estas herramientas han dado pauta no sólo al conocimiento de la operación de los mecanismos que evalúan, sino también para la mejora de la gestión y el desempeño gubernamental, así como para la rendición de cuentas.

			La evaluación de programas y de gobiernos se ha arraigado en las prácticas gubernamentales y académicas en las últimas décadas. Predominan la evaluación de políticas y programas sociales y, más recientemente, las evaluaciones institucionales globales, tanto a nivel local, como nacional, a partir de valorar la capacidad para la resolución de problemas públicos, la movilización de recursos y la propia adaptación de las instituciones para dar respuesta a dichas problemáticas.

			Desde los primeros esfuerzos de evaluación gubernamental se han utilizado diversos conceptos y perspectivas para la realización de semejantes tareas, los cuales han implicado orientaciones teóricas, metodológicas y políticas importantes. Algunos términos que se popularizaron fueron los de “planificación”, “medición”, “estimación”, “seguimiento”, “control”, “balance” y “evaluación”.

			En los últimos años prevalece una creciente influencia de la evaluación del desempeño en la adopción de políticas públicas y programas gubernamentales, en casi cualquier nivel y ámbito sectorial, con el fin de fortalecer las capacidades institucionales del sector público.

			Luego del impulso de valores como la apertura, la participación, la responsabilidad, la eficacia y la eficiencia en las políticas, ha surgido una nueva responsabilidad por parte de las administraciones públicas actuales, que ha requerido la introducción de diferentes enfoques estratégicos y operativos, ocasionando que la evaluación sea un aspecto crucial en la agenda de los gobiernos actuales; pensemos, en particular, en los problemas de la inseguridad pública o en los retos que supone la evaluación de la política social.

			Existen diversas metodologías de evaluación del desempeño que se orientan bajo diferentes criterios, tanto cuantitativos como cualitativos. Recuperamos, a modo de ejemplo, dos propuestas: la primera orientada a diseñar una metodología para la evaluación del desempeño de gobiernos locales a partir de una perspectiva de “buen gobierno”;1 la segunda, una propuesta que busca evaluar la capacidad institucional en un sentido amplio.2

			La distinción entre evaluación de programas y evaluación de gobiernos es necesaria en función de la naturaleza de sus objetivos y actividades. Mientras los programas cuentan con estructuras institucionales encargadas de su ejecución, con funciones y responsabilidades específicas y definidas, así como objetivos explícitos y generalmente bien delimitados, los gobiernos (local o nacional) trabajan a partir de estructuras complejas, formadas por varias instancias que interactúan en los diferentes órdenes, con objetivos múltiples y variados, en donde coexisten diversos programas con distintas lógicas de acción y donde la generación de consenso es menos frecuente.

			¿Por qué hacer un balance de la gestión gubernamental? Este ejercicio nos puede ayudar a explicar dos cuestiones: la falta de capacidades de una gestión gubernamental, o bien las insuficiencias estructurales del Estado. Por ejemplo, al gobierno de Enrique Peña Nieto le faltó eficacia en sus acciones de gobierno. No sostuvo el esfuerzo en su interacción con el Congreso para lograr la aprobación de las leyes requeridas, entre otras, en la lucha contra el crimen organizado, para el fortalecimiento de las capacidades institucionales. No nos referimos a la Ley de Seguridad Interior, pues desde su aprobación se identificó su inconstitucionalidad.

			El nivel de aprobación presidencial en el gobierno de Peña Nieto fue motivo de observación y análisis. Se plantearon dos posibles explicaciones: el bajo nivel de aprobación se explica sólo en términos personales; es decir, a partir de las características o estilo de gobernar de Enrique Peña Nieto y su gabinete; o más bien, por el bloqueo o ausencia de operación de la institución presidencial, presa de una red creciente y compleja de intereses.3

			Un ejemplo de lo anterior fue la brutalidad de los hechos de Iguala, Guerrero, en septiembre de 2013, pues reflejó el prisma del espectro de las relaciones entre sociedad y Estado, en el sentido de que en México

			la fantasía del Estado omnipotente le ha servido durante demasiado tiempo a demasiada gente, en particular a aquellos que quieren detentar su poder, pero el Estado mexicano demostró que siempre ha tenido serios límites, los cuales han sido siempre cuidadosamente ocultados y negados, aunque tanta inversión colectiva en la imagen del “Estado todopoderoso” ha ocasionado que hoy sea difícil reconocer los límites del Estado.4

			Es inevitable en este balance de la gestión tropezarse con el problema de la debilidad del Estado. Como señala atinadamente Fernando Escalante –al referirse a las tesis de Joel S. Migdal en El Estado en la sociedad–, desde fines de los años setenta habíamos vivido bajo la ilusión de que el problema era no un déficit, sino un exceso de Estado. Por ello, el problema era la presencia de un Estado desproporcionado, cuyo poder había que limitar, reducir y controlar; pero poco a poco

			se ha ido generalizando la idea de que el problema de origen está en la debilidad del Estado que no consigue hacerse obedecer, que no puede imponer el orden legal, que rara vez obtiene los resultados que se propone con leyes, políticas, inversiones, reglas, incentivos (…) de modo que progresivamente, a falta de una explicación mejor, se ha ido imponiendo también la idea de que dicha debilidad es fundamentalmente un problema moral, y que puede resumirse como “corrupción”, sólo si se supone que la vigencia práctica del Estado, como forma política, es una posibilidad que está siempre disponible, es decir, sólo si se supone que lo normal es el ejercicio soberano, inmediato e incontestado de la autoridad y el cumplimiento de la ley,5

			pero no es así.

			El enfoque de Joel S. Migdal es tal vez el método más simple, más claro y más sólido para entender este problema, pero su simplicidad es engañosa –advierte Escalante– para entender un Estado débil como es el mexicano.

			El Estado es parte de la sociedad y no una entidad separada, distinta, con lógica propia, como lo definió en su momento Max Weber. Si nos tomamos en serio la idea de que el Estado forma parte de la sociedad, entonces tenemos que estudiarlo no por separado, como una entidad formalmente cerrada y autónoma, con su propia racionalidad, sino como parte de un proceso mayor que lo incluye.

			La proposición de Migdal se desglosa, entre otros, en los siguientes enunciados:

			En toda sociedad hay diferentes grupos que compiten entre sí para imponer orden. El Estado no es el único actor capaz de generar normas, es siempre uno entre muchos actores, más o menos institucionalizados, más o menos formales, de radio más o menos amplio: iglesias, familias, clientelas, redes, corporaciones, comunidades.

			El Estado no natural e inmediatamente superior a todos los demás actores, aunque aspire a serlo. En algunas ocasiones se pueden imponer las reglas estatales por encima de otras, pero no podemos dar por descontado que vaya a ser siempre así. El Estado logra someter a los demás poderes como resultado de una larga lucha, misma que nunca es definitiva.

			Idealmente, el Estado es el único actor autorizado para sancionar (se supone que puede imponer su sistema normativo con mayor eficacia). Pero en la práctica, hay otros actores que controlan recursos más o menos indispensables, de los que deriva una capacidad para castigar e imponer sus propias normas, incluso contra la ley, tal es el caso de sindicatos, caciques, líderes empresariales y todo tipo de intermediarios.

			En los hechos, la autoridad del Estado compite con la autoridad de otros actores; por tanto, lo que exige a los ciudadanos entra en conflicto con lo que le demandan diferentes actores. En otros términos, la vigencia de la legalidad es siempre discutible, problemática y con frecuencia conflictiva.6

			Esta investigación presenta los resultados de un balance de la gestión gubernamental de Enrique Peña Nieto en el periodo 2012-2018. El libro se inscribe en la línea de evaluación de sexenios presidenciales en México, lo que consideramos de suma importancia para el análisis político. Dicho balance parte del contexto del retorno del PRI al poder, así como de las expectativas generadas por una nueva generación de “políticos reformadores”. Dicho balance tendrá como referente metodológico general la propuesta relativa a la evaluación de la capacidad institucional, ya que ofrece una alternativa importante para la evaluación del desempeño del gobierno, que recupera el carácter complejo de la organización estatal.

			Realizar un balance de la gestión gubernamental supone un proyecto complejo pero revelador, pues implica elaborar una especie de diagnóstico del estado o situación en la que se encontraba el país en el momento en que el presidente de la República asumió el cargo. Esto con la finalidad de identificar los compromisos que el titular del Ejecutivo hizo explícitos en los instrumentos de política que le confiere la Constitución. Uno de ellos, en el caso del sexenio de Peña Nieto –y así lo refieren varios documentos oficiales–, fue el propósito de recuperar “la Rectoría del Estado en ámbitos como el educativo”, lo cual no le fue posible lograr.

			Conforme al marco teórico elegido, la capacidad institucional se analiza en sus dos componentes: a) el administrativo –que hace alusión a las habilidades técnico-burocráticas del aparato estatal requeridas para instrumentar sus objetivos oficiales–; y b) el político, relativo a la interacción política entre actores del Estado y el régimen político con los sectores socioeconómicos y con aquellos actores que operan en el contexto internacional. Ambas capacidades –la administrativa y la política– constituyen los pilares sobre los que se estructura la capacidad institucional, por ello se propone la realización del análisis de ambos componentes.

			Estas categorías de análisis no son abstractas y menos en un país como México, cuyo proceso de reforma institucional es un reto continuo para ser profundizado por los gobiernos, pues desde hace tres décadas, cuando menos, deben enfrentar una serie de desafíos institucionales formidables, tanto en el ámbito social como en el político. Este tiempo nos ha demostrado que el trasfondo de la estabilidad económica no garantiza el cambio político y social, entre otras cuestiones, porque la reforma en estos ámbitos requiere del consenso nacional.7

			Actualmente, algunos especialistas consideran que no hay problema más grande en el país que 

			el desempate entre las capacidades del gobierno (federal, estatal y municipal) y los requerimientos que le impone –al propio gobierno–, la urgencia de lograr el desarrollo. Gracias a la diferencia entre las capacidades reales del gobierno (cada vez menores) y la demanda por seguridad, servicios y respuestas, el país ha sido incapaz de avanzar a un ritmo sensiblemente mayor.8

			En este contexto, el cambio tecnológico, las fuerzas desatadas por la liberalización económica, las brutales presiones y el poder que acompañan al narcotráfico y, en general, al crimen organizado, son factores que han deteriorado la capacidad del gobierno.

			¿Para qué un balance de la gestión gubernamental? Para subrayar las prioridades de cambio institucional que los gobiernos anteriores no lograron alterar sustancialmente y el marco institucional heredado por el gobierno actual (y seguramente por los gobiernos que asumirán el poder estatal en el futuro). Asimismo, debemos señalar que los puntos en la agenda de la reforma institucional, para su realización, requieren de líderes políticos con determinación, comprometidos a negociar y a crear consenso.

			Existen varias metas deseables en un gobierno de un partido que regresa al poder. El avance o retroceso respectivo a las metas que se propuso, es un eje posible de evaluación del desempeño de un gobierno. Aquí podríamos remitir a los 95 puntos firmados en el Pacto por México, o bien lo establecido en el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 (PND).

			El PND 2013-2018 delimitó sus lineamientos en relación con cinco grandes ejes u objetivos nacionales: 1. Fortaleza institucional para un México en paz. 2. Desarrollo social para un México incluyente. 3. Capital humano para un México con educación de calidad. 4. Igualdad de oportunidades para un México próspero. 5. Proyección internacional para un México con responsabilidad global.

			Otro eje de la evaluación consiste en estimar, en la medida de lo posible, cuáles de las tendencias que examinamos responden más a políticas efectivas de gobierno (las que van más allá del mero discurso) y cuáles responden más a procesos sociales y demográficos de largo plazo o a avances científicos y tecnológicos.9

			En el caso de la evaluación del gobierno de Peña Nieto, una observación que ilustra su periodo de gobierno y que conviene tener presente, es la que sostiene que “el ánimo reformista, en apariencia genuino y la desestimación del Estado de Derecho –por omisión pero también por acto–, no parecen suponer contradicción alguna en el México surrealista de los últimos años”.10

			En otros términos, frente a lo que algunos autores denominan una “inconsistencia institucional” acumulada por largo tiempo, caracterizada por encubrimiento de acciones ilícitas e ineptitud administrativa tolerada como costo de la coherencia del sistema político, el presidente, que llegó a su cargo con la tarea de poner freno a la delincuencia e ilegalidad, no mostró el valor, la imaginación o la fuerza política para intentar la renovación requerida, a fin de enfrentar con alguna eficacia una inseguridad convertida en la más importante razón de zozobra colectiva del país.11

			La hipótesis de trabajo que formulamos cuando diseñamos el proyecto, fue una buena guía en nuestra investigación y sigue siendo plausible: muchas de  las tendencias positivas de las dos décadas precedentes han sido revertidas, con frecuencia por la acción deliberada del grupo en el poder –que no se limita al presidente y su gabinete, sino que incluye el resto de los partidos políticos, sus representantes legislativos, gobernadores y presidentes municipales– y que en el caso de los ámbitos donde se ha mejorado, la iniciativa ha sido impulsada por fuerzas no gubernamentales.12 Los objetivos que nos propusimos fueron los siguientes:

			Analizar los objetivos, desarrollo, logros y alcances de las principales políticas de la gestión gubernamental del sexenio 2012-2018.

			Identificar las prioridades de la agenda gubernamental, las metas deseables del gobierno, así como comprobar cuáles se cumplieron y cuáles no.

			Analizar los resultados de las reformas estructurales del Pacto por México, instancia de mediación con los partidos políticos en el Congreso, que posibilitó reformas constitucionales, consideradas por el gobierno federal como prioritarias en su agenda.

			Identificar si hubo respuestas efectivas, oportunas y concretas por parte del gobierno federal, o bien ausencia de éstas en momentos de urgencia social que presionaron la agenda política.

			Evaluar durante el sexenio los cambios en el Estado mexicano como producto de la modificación de su Constitución, régimen, legislación, gobierno y administración, en la generación de capacidades institucionales para mejorar la gobernabilidad; asimismo, identificar el comportamiento de los partidos políticos, empresarios, sindicatos y organizaciones sociales en este proceso.

			Cada uno de los problemas considerados en la evaluación atiende, en primer lugar, al aspecto formal del ejercicio de las facultades del titular del Ejecutivo en su relación con los poderes Legislativo y Judicial, durante su responsabilidad en el desempeño de su cargo.

			El balance de la gestión se llevó a cabo mediante el análisis de ocho ejes analíticos, que pueden ser considerados como las principales políticas gubernamentales para enfrentar los grandes problemas nacionales: Política Económica, Política Energética, Política Social, Política Educativa, Política de Seguridad, Derechos Humanos, Política de Comunicación, Política Exterior, aunque también se consideró importante analizar los cambios en la Administración Pública y el problema central de la Corrupción y la Impunidad.

			Con el fin de articular dichos ejes analíticos, nos propusimos identificar inicialmente la interacción entre Política y Gobierno, sobre los que consideramos se estructura la capacidad institucional del Ejecutivo federal; es decir, el juego político entre éste como poder con otros actores políticos relevantes: el Congreso, los partidos políticos, los gobernadores, los empresarios, etcétera.

			Reconocemos el compromiso, dedicación y calidad académica de los profesores e investigadores participantes en este proyecto: Gerardo Ordóñez Barba, Alma Rosa Alva de la Selva, José Juan Sánchez González, Luis Daniel Vázquez Valencia, Consuelo Dávila Pérez, Pedro González Olvera, Lucía Carmina Jasso López, Gerardo Castillo Ramos, Carlos Hernández Alcántara, César Augusto Rangel García, Brayant Armando Vargas y Héctor Zamitiz Gamboa. Con sus contribuciones, han hecho posible que la academia, el gobierno y el público en general, cuente con una referencia informada, analítica y seria, sobre el desempeño del gobierno de Enrique Peña Nieto. 

			Queremos reconocer la colaboración de Ma. Isabel Hernández Hernández por haber asumido la tarea de editar la versión inicial de este libro. Su desempeño en el trabajo técnico hizo posible uniformar este producto editorial del proyecto de investigación.

			También expresamos nuestro reconocimiento a los alumnos becarios: Luis Felipe Rodríguez Cisneros, Ana Karen Martínez Sarabia, Jorge Irving Castañeda Delgado, Maurilio García Zamora, Marco Antonio Sánchez Olivares, Daniela Saraí Martínez García, Dafne Abigail Soberanes Guerra y Julio César Reyes García, por su decidido apoyo en las labores de investigación y difusión.

			Agradecemos a la Dirección General de Asuntos del Personal Académico de la Universidad Nacional Autónoma de México su apoyo académico y material para auspiciar el proyecto PAPIIT IN 304818: “Política y Gobierno en el sexenio de Enrique Peña Nieto: un balance de la gestión (2012-2018)”. Estamos convencidos que mediante el desarrollo de proyectos de este tipo, sus participantes cumplen ampliamente con las funciones de docencia, investigación y extensión de la cultura que la sociedad mexicana les ha encomendado.

			Ciudad Universitaria, noviembre, 2019

			Notas de la introducción
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			Política y Gobierno

			Héctor Zamitiz Gamboa 1

			Introducción

			El primero de diciembre de 2012, las crónicas periodísticas describieron el “gastado ritual” de la toma de protesta del nuevo titular del Poder Ejecutivo federal, Enrique Peña Nieto, el cual se llevó a cabo conforme a lo previsto. En el evento destacó la disciplina táctica desplegada por el PRI y el Estado Mayor Presidencial en San Lázaro, que consistió en aislar las manifestaciones contra el nuevo presidente de la República, lo cual incluyó el extenso e ilegal cerco policiaco militar en torno a la Cámara de Diputados. Ello instituyó, de facto, una suspensión de garantías, la represión de la protesta ciudadana en varias ciudades del país, con sus secuelas de heridos graves y detenciones indiscriminadas que se convirtieron en los primeros presos políticos del sexenio. Fue reprimida la manifestación en la que también participaron pobladores de San Salvador Atenco e integrantes de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación: 20 personas resultaron heridas, entre ellas Juan Francisco Kuykendall, quien falleció meses después a consecuencia de las lesiones. También se registró la detención de 96 personas, la mayoría jóvenes.2

			En siete minutos se cumplió con la protesta y la banda presidencial pasó de Felipe Calderón a Enrique Peña Nieto, un presidente que fue considerado por muchos como non grato, pues representaba el retorno de un régimen represivo, marcado igualmente por la violencia.3 Ese primero de diciembre comenzó un sexenio que se destacó por el autoritarismo y la represión, pues el suceso no dejó de referirse en el ámbito nacional e internacional a dos acontecimientos: a) el retorno del PRI al poder; b) las protestas convocadas por el movimiento juvenil #Yosoy132, que se manifestó en contra de dicha toma de protesta. Recordemos que durante más de siete meses este movimiento criticó a la política y a sus políticos e hizo de Peña Nieto su principal adversario político, a quien caracterizó como el candidato de Televisa y lo acusó de representar una regresión autoritaria.4 A las pocas semanas de haber tomado posesión del cargo, a Peña Nieto se le vio como un firme defensor del statu quo, es decir, del conjunto de intereses que mantienen la estructura del poder político y económico en México.

			¿Cuál fue el programa de gobierno de Enrique Peña Nieto? ¿Cuál fue su relación con otros poderes y actores políticos y sociales? ¿Cuáles fueron los principales problemas políticos que enfrentó y cómo impactaron en su gestión gubernamental? ¿Cuál es el balance de dicha gestión? Estas son las principales preguntas que nos proponemos responder en este capítulo.

			Un gabinete de operadores políticos con estabilidad económica

			Con el regreso del PRI al Poder Ejecutivo, en el año 2012 se generaron expectativas sobre quiénes integrarían el gabinete. La respuesta fue una combinación de perfiles profesionales situados entre la experiencia y la renovación. Sólo tres de los 23 miembros del gabinete de Enrique Peña Nieto no habían tenido un cargo público político de alto nivel, lo cual permite aseverar que el perfil de los colaboradores se centró en la caracterización típica de “operadores políticos”.5 Este fue uno de los signos inconfundibles de la nueva administración priista: amplia experiencia en cargos púbicos de alta responsabilidad en sus entidades de origen, en consonancia con sus orígenes partidarios. Ejemplo de ello se encuentra en la experiencia de los secretarios como exgobernadores.

			Al identificar los personajes más experimentados, encontramos tres funcionarios que podían considerarse con la mayor experiencia y en posiciones prioritarias: nos referimos a Pedro Joaquín Coldwell (Secretaría de Energía); Jesús Murillo Karam (Procuraduría General de la República), y Emilio Chuayfett Chemor (Secretaría de Educación Pública). Les siguió de cerca Miguel Osorio Chong (Secretaría de Gobernación), quien también fue gobernador. Mención aparte merecen los perfiles técnicos especializados, entre los que destaca el de Luis Videgaray Caso, que provenía de una esfera tecnocrática especializada financiera, aunque también eficaz operador político.

			Lo relevante es que, a menos de una semana de rendir su tercer informe, el presidente Peña Nieto se reacomodó para la segunda mitad de su sexenio, pues realizó varios cambios en su gabinete. Destacó el hecho de que se deshizo de la vieja guardia priista y colocó en puestos clave a personas relativamente jóvenes pertenecientes a grupos de poder, en su mayoría egresados de universidades privadas. Entre los ajustes se observaron especialmente los nombramientos de Aurelio Nuño y José Antonio Meade, como un preámbulo de la carrera por la Presidencia para 2018. Con estos cambios, Peña Nieto robusteció la supremacía mexiquense, con amigos, juniors y miembros de las élites de las universidades privadas.6

			La élite del PRI que ejerció el poder se vislumbró como una generación de políticos que crecieron entre el peso de la alternancia y los triunfos de la oposición en sus localidades, lo que fortalecía su capacidad de negociación en la solución de conflictos. Con este grupo en el poder se esperaba consolidar una nueva forma de hacer política, diferente de la que permeó el siglo XX en México, lo cual no sucedió.

			La relación del titular del Poder Ejecutivo con el Congreso: el Pacto por México y las reformas estructurales

			La negociación lograda entre el gobierno federal y el Congreso de la Unión fue valorada positivamente no sólo en el ámbito nacional, sino en el internacional. Se destacó que por más de una década habían sido obstruidas las modificaciones para la aprobación de reformas estructurales en México, que eran urgentes para el país y que con la nueva administración se habían concretado en meses.7 El hecho de que en México el gobierno y la oposición rompieran décadas de polarización y estancamiento político para aprobar reformas profundas –que el propio PRI había bloqueado durante 12 años cuando le había tocado ser oposición– fue considerado en Latinoamérica como lo más notable de 2013.8

			El Pacto por México fue un extraordinario golpe de escena, fue una sorpresa para todos. Las reformas, en particular la energética, significaban el cambio más profundo en las últimas décadas. Dependería de la capacidad del gobierno impedir que los cambios se diluyeran por los intereses en juego de sectores y de poderes fácticos, que en la práctica habían obstruido el desarrollo nacional. Los efectos del cambio dependerían tanto de su gestión, como de su definición normativa.9

			El ánimo por las reformas fue autocelebrativo. Con su aprobación se presumió que había llegado el “momento México”. Con fuerte apoyo, la prensa extranjera ayudó a promover al país. Las agencias calificadoras se sumaron a la ola de optimismo mejorando la calificación de riesgo soberano. El presidente Enrique Peña Nieto reconoció el apoyo de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo (OCDE) en el proceso de elaboración de las reformas estructurales y el diseño de políticas públicas.10

			Sin embargo, el esperado “momento México” no llegó. El Secretario de Hacienda, Luis Videgaray, tuvo que admitir que el crecimiento se encontraba ausente: la economía no crecería como lo había proyectado. Videgaray contemplaba al inicio de 2014 un crecimiento de 3.9% del PIB, pero lo tuvo que estimar en un 2.5%. La reforma fiscal terminó como una propuesta simplemente recaudatoria, sin enfrentar los verdaderos retos fiscales. Los precios de los alimentos, gasolina y otros bienes con alto impacto en los presupuestos familiares subieron mucho más que los sueldos y salarios.11

			El hecho de que el crecimiento económico en 2014 fuera decepcionante, fijó la esperanza en el año 2015. Sin embargo, frente al aumento de impuestos, la producción de petróleo en declive y las perspectivas de recortes al gasto en 2015 y 2016, el discurso del gobierno cambió por el poco atractivo lema de “hacer más con menos”.12

			A tres años de gobierno, las reformas llegaron, pero los resultados esperados no. A mitad de su sexenio, el gobierno de Enrique Peña Nieto había fracasado en su propósito de abatir los índices de pobreza. Sin políticas acabadas para contrarrestarla, el gabinete se vio inmerso en escándalos de corrupción e impunidad, que comenzaban con la propia figura del presidente. Tres años bastaron para acabar con la esperanza que muchos depositaron en el retorno del PRI.

			Después de las elecciones de 2015 y frente al recorte del gasto público, los partidos de oposición empezaron a señalar el fracaso de las reformas. Asimismo, el Centro de Estudios Económicos del Sector Público (CEESP), a mediados de 2016, en un análisis económico ejecutivo dio a conocer “que no se veían avances importantes tras las reformas estructurales”; que mientras autoridades y algunos especialistas consideraron que México había sido uno de los países que habían enfrentado la volatilidad mundial de mejor manera, la percepción de los ejecutivos de negocios no iba en la misma dirección, pues la corrupción y la falta de seguridad y certeza jurídica habían minado la percepción sobre la posibilidad de un mayor dinamismo en la economía. Además, advertía: “sin empleos permanentes aun la compra de votos tendrá límite. La victoria política no está desvinculada de un mejor gobierno”.13

			¿Por qué las reformas estructurales no fueron exitosas? Si bien las reformas estructurales tuvieron un papel central en el diseño e instrumentación de la estrategia de desarrollo del país en 2012-2018 –se afirma en un balance de las reformas estructurales elaborado por el Instituto Belisario Domínguez del Senado de la República–, en buena medida continuaron la tradición de las reformas de mercado que habían marcado la pauta de desarrollo del país, desde mediados de 1980. En gran medida, se basaron en una misma perspectiva analítica que se resume en que la estabilidad macro (baja inflación y mínimo déficit fiscal), junto con un papel muy restringido del Estado vis-à-vis el sector privado en la asignación de recursos en el contexto de mercados de bienes, servicios y de capitales abiertos a la competencia internacional, eran condiciones necesarias y suficientes para lograr un crecimiento elevado de largo plazo de la economía mexicana.

			No obstante, las reformas se aplicaron con mayor o menor grado de determinación en el sexenio y consiguieron avances –con algunos retrocesos y omisiones– en sus objetivos puntuales fijados. Algunas, como la de telecomunicaciones, tuvieron éxitos notables; otras no.14 Empero, la economía mexicana no logró salir de la trampa de lenta expansión. La pobreza, la desigualdad y la falta de movilidad social, siguen siendo lacerantes. Si bien se redujo la tasa de informalidad del empleo, el mundo del trabajo tuvo un deterioro brutal en estos años: la pobreza laboral aumentó, se presentó una recomposición del empleo hacia escalas más bajas de salarios, los ingresos laborales cayeron en términos reales, en promedio, así como su participación en el PIB. La productividad se rezagó, distando de mostrar el comportamiento robusto que planeaba conseguir el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 (PND). Su contribución media al crecimiento del PIB real fue negativa en el sexenio.

			Innegablemente, en los seis años del sexenio hubo mejoras en diversos indicadores de bienestar; por ejemplo, en la esperanza de vida, en la cobertura escolar y en salud infantil. Asimismo, se mantuvo una inflación baja, un déficit fiscal acotado y un sector exportador manufacturero muy pujante. Empero, no se dieron avances significativos en la remoción de los grandes obstáculos que bloquean el desarrollo del país, ello aunado al mal desempeño económico, el alza en la percepción de la corrupción y de la impunidad, las crecientes preocupaciones de la ciudadanía por la inseguridad y la violencia. A estos problemas, se le suman retos coyunturales, importantes, por el deterioro del contexto económico internacional.

			¿En qué medida fueron decepcionantes los resultados de las reformas estructurales en su búsqueda de un crecimiento elevado y sostenido? ¿Se deben a errores en su diagnóstico de la problemática de la economía mexicana, a deficiencias en instrumentación o al impacto de choques externos adversos experimentados en este lapso? Para responder estas preguntas, enmarcados en contribuciones de la teoría y práctica del desarrollo, y en trabajos sobre la economía política e historia económica de México, Juan Carlos Moreno-Brid y Ros-Bosch señalan la importancia de retomar los dos largos periodos de expansión elevada y sostenida de la economía mexicana (1954-1970 y 1975-1982), que se caracterizaron por tres elementos: i) Tener un diagnóstico claro que identificó las restricciones acuciantes (binding constraints) al crecimiento de largo plazo de la actividad productiva; ii) Apuntar y disponer de instrumentos de política pública para remover dichos obstáculos; y por demás importante, iii) Construir un consenso entre los agentes de peso político y económico sobre los dos puntos anteriores, así como sobre su firme compromiso para aplicar una estrategia para removerlos e impulsar el crecimiento, pero dichas condiciones no fueron satisfechas.15

			El Pacto por México y sus reformas se basaron en los siguientes supuestos: i) los fundamentos macroeconómicos del país eran sólidos de tiempo atrás, y por lo tanto ii) lo que se requería eran ajustes –de mayor o menor magnitud– en ámbitos micro a fin de mejorar el funcionamiento de los mercados y reducir la informalidad laboral. Así, las reformas estructurales, con excepciones en ciertos aspectos puntuales, se diseñaron e instrumentaron con idea de que –dada la apertura de los mercados locales y el retraimiento del Estado de la asignación de recursos– la estabilización nominal era condición necesaria y suficiente para asegurar el alza elevada y persistente de la actividad económica. Bajo este esquema, el alza de la productividad era vista como consecuencia de la reducción de la informalidad laboral y la mayor competencia en los mercados locales. En ese diagnóstico jugaron papel mínimo, por no decir nulo, el repunte de la formación de capital fijo y la aplicación de una política activa de desarrollo industrial.16

			La apuesta del Pacto siguió siendo por el sector externo como estímulo a la modernización del aparato industrial y motor económico. El papel del mercado interno como posible propulsor complementario de la actividad productiva y del empleo apareció raramente entre las preocupaciones de la agenda de desarrollo de entonces. Con ello, no sorprende que ni la desigualdad ni la falta de movilidad social aparecieran como inquietudes relevantes de la política social. Ésta continuó orientada a abatir la pobreza, fundamentalmente con programas focalizados.

			En los discursos oficiales se dijo que era necesario ir más allá de la estabilización y de la apertura comercial para lograr una inserción internacional basada más y más en la generación de valor agregado y no en salarios bajos. En los hechos, sin embargo, este discurso no se tradujo suficientemente en programas efectivos de desarrollo productivo con impacto relevante a nivel nacional. Fue más discurso y menos curso, con lo que en un contexto macro en que la inversión careció de dinamismo, la economía mexicana mantuvo sus grandes brechas y heterogeneidades regionales y sectoriales en productividad; con sus actividades y empresas más competitivas careciendo de capacidad de arrastre para impulsar el desarrollo.17

			El diagnóstico en que se fundaron el Pacto y las reformas, con su énfasis en aspectos micro o institucionales fue, desde nuestro punto de vista, incorrecto. Como se ha señalado en varios estudios, las restricciones imperantes al crecimiento de largo plazo de la economía mexicana radican en:

			Una débil formación de capital fijo, sobre todo del sector público que impide modernizar, ampliar y quizá mantener adecuadamente la infraestructura, la planta productiva y la maquinaria y equipo.

			Una estructura productiva con escasos encadenamientos con el resto de la economía nacional, lo que se traduce en una competitividad internacional basada en bajos salarios y tal dependencia de insumos y bienes de capital importados, que convierten a la balanza de pagos en una restricción crucial a la expansión de largo plazo de la economía.

			Un sistema de intermediación financiera que no provee adecuada y suficientemente recursos a la actividad empresarial.

			Una aguda desigualdad y escasa movilidad social –además de la pobreza– que debilitan el mercado interno y, con ello, el potencial de crecimiento de la economía. 

			Una fragilidad fiscal aguda, con recursos insuficientes, escaso impacto en la redistribución y en la estabilización macro, y gasto público insuficiente y en muchos casos ineficiente.18

			¿Cómo fue la relación del Ejecutivo con el Legislativo?

			Con el Pacto por México, la Presidencia controló al principio de su gestión a los partidos de oposición, aprovechando entre otras situaciones que se encontraban divididos. Contrató a observadores para dar seguimiento in situ a las reformas estructurales y vigilar la discusión y la evolución de sus iniciativas.19

			Para el presidente Peña Nieto, el objetivo mayor era la reforma petrolera, pero el cálculo del dirigente nacional del PAN, Gustavo Madero, fue que si dicha reforma se aprobaba antes que la reforma electoral, no tendría fichas para apostar fuerte en la mesa y alcanzar el mayor cambio que su partido pretendía: nacionalizar las elecciones locales para impedir que los gobernadores intervinieran. Por su parte, Jesús Ortega y Jesús Zambrano, dirigentes del PRD, sabían que siendo imposible para su partido aprobar la reforma petrolera, en la electoral tendrían que verse reflejadas sus propuestas; y en la fiscal, en la que estaban dispuestos a colaborar con el PRI, podían tomar distancia del PAN, con la mirada puesta en las elecciones intermedias de 2015. Jorge Alcocer afirma que el equipo presidencial decidió impulsar a fondo la negociación final, 

			cedió lo que nadie hubiera pensado en el ámbito electoral, con tal de que el PAN y PRD siguieran en la mesa del Pacto, y escindió la negociación de las dos reformas con mayor impacto estructural. Con el PAN cerró los términos y condiciones para la reforma petrolera, y con el PRD pagó el favor para contar con sus votos en la fiscal tributaria.20

			Peña Nieto elogió al Congreso por aprobar las reformas estructurales, pero también sedujo a los diputados en San Lázaro. Algunos diputados denunciaron que recibieron ingresos extras por la aprobación de las leyes secundarias en materia energética.21

			En los meses siguientes a la firma del acuerdo, los legisladores federales presenciaron un absoluto despojo de sus facultades, entre ellos los del PRI, que siendo la primera minoría en las dos cámaras del Congreso y teniendo la posibilidad de alcanzar acuerdos mediante alianzas para lograr la mayoría absoluta, se vieron reducidos a la condición de espectadores, toda vez que el Ejecutivo enviaba las iniciativas ya negociadas con los dos partidos de oposición, PAN y PRD.22 En este proceso se observó una vez más el talante autoritario del PRI y su incapacidad de cambio, pues al empeñarse en apoyar al presidente sin discutir las reformas, pretendió que la oposición se sujetara a la misma regla.23 César Camacho señaló en alguna ocasión que la genética de las transformaciones “era tricolor”, reivindicando la paternidad de las reformas aprobadas en el Congreso.24

			Al finalizar el segundo año de gobierno, el aprecio de la sociedad por la política, los políticos, los partidos y los distintos poderes de la República, se observaron en puntos mínimos de aprobación popular. Inició una etapa de desánimo y al Congreso se le criticaba porque rehuía su responsabilidad de actuar como vigilante del Ejecutivo.

			La LXII Legislatura pasará a la historia por haber sido la que procesó las reformas del Pacto por México, aunque los grandes acuerdos se negociaron fuera del Congreso. Las iniciativas presentadas por el Ejecutivo en materia de seguridad y justicia dos meses después del acontecimiento de Iguala, fueron quedando empantanadas a partir de las diferencias entre la Cámara de Diputados y la de Senadores.

			La LXIII Legislatura fue considerada de “trámite”, aun cuando la productividad “subió sin Pacto por México”. Según la Mesa Directiva, existieron evidentes desencuentros y ni una sola iniciativa presidencial pasó sin cambio (leyes para regular las finanzas de la Tesorería de la Federación, contra el robo de hidrocarburos, para crear zonas económicas especiales, de disciplina financiera de estados y municipios y de transición energética), pero al no cumplir con la rendición de cuentas, los grupos parlamentarios mantuvieron su desprestigio frente a la sociedad.25

			En realidad, pasada la etapa de acuerdos parlamentarios, el gobierno se quedó sin oferta y las alianzas se modificaron. El periodo ordinario de sesiones de abril de 2017 concluyó y el Congreso dejó muchos pendientes, como el Sistema Nacional Anticorrupción, que no había sido propuesta del gobierno, sino una idea en contra suya.26 El déficit legislativo fue atribuido al “cálculo electoral”. La situación fue motivo tanto de reproche como de exhorto de parte del titular del Ejecutivo, que hizo alusión a la “crisis” que vivía, en particular, la Cámara de Diputados al no quedar instalada su Mesa Directiva en septiembre de 2017, debido a un “bloqueo” del PAN, PRD y Movimiento Ciudadano, atribuido a Ricardo Anaya, por la eliminación del “pase automático” del procurador Raúl Cervantes a la Fiscalía General.27

			Entre omisiones, errores e intencionalidades políticas, el Ejecutivo y el Legislativo convirtieron –afirma René Delgado– “al gobierno dividido en un gobierno inútil. La falta de acuerdos en el Congreso se derivó, además, del hecho de que los partidos se habían enfocado en el proceso electoral de 2018”.28

			De la “sana distancia” a la “sana cercanía”: la relación del presidente de la República con el Partido Revolucionario Institucional

			En busca de restaurar la antigua hegemonía del PRI sobre la sociedad y de readaptar al partido a su condición de gobierno, Enrique Peña Nieto a través de la dirigencia nacional impulsó cambios estatutarios en dicho partido. El 3 de marzo de 2013, en su XXI Asamblea Nacional, la organización partidista debatió –una vez más en su historia– para encontrar el equilibrio entre su autonomía como partido político y el indispensable acompañamiento a un gobierno surgido de sus filas.

			Desde su llegada a la presidencia del Comité Ejecutivo Nacional (CEN) el 11 de diciembre de 2012, César Camacho aseguró que no habría temas vedados, que el PRI redefiniría sus principios sin obedecer a “dogmas”,29 pero los priistas sabían que el PRI se encontraba entrampado, pues podría perder más de lo que ganara abriendo los candados de su programa de acción para permitir el IVA en alimentos y medicinas y la participación privada en Petróleos Mexicanos.30

			Uno de los primeros cambios realizados fue que el mandatario encabezaría la Comisión Política Permanente, órgano en donde se tomarían las grandes decisiones. Para ello se cambió la naturaleza e integración, que además de reducir su número de integrantes, se desvinculó del Consejo Político Nacional. 54 personas solamente serían las que llevarían las riendas del partido.31 Otro de los cambios en los documentos internos del PRI fue quitar los “candados” internos para que los integrantes del gabinete pudieran aspirar a ser candidatos a presidente, gobernador y a jefe de gobierno en la Ciudad de México, requisitos que habían sido incorporados en 1996, así como el apoyo a las candidaturas ciudadanas (con excepción de la Presidencia de la República).

			Los dos temas más polémicos fueron la reforma energética debido a la apertura que se pretendía para Petróleos Mexicanos y la reforma hacendaria, ya que el partido suprimió de sus documentos básicos la prohibición de permitir la inversión privada en hidrocarburos y aplicar el IVA en alimentos y medicinas.32

			El encuentro –que tuvo ausencias como la de Beatriz Paredes y Dulce María Sauri Riancho– fue definido como “el inicio de una nueva era” del PRI. Investido como su jefe máximo, Peña Nieto pronunció en su discurso la frase: “no hay intereses intocables, el único interés que protegeré es el interés nacional”, epígrafe que sin mencionar ningún nombre fue referido a la detención de la otrora poderosa lideresa del magisterio Elba Esther Gordillo, así como a otros destinatarios.

			A pesar de que la secretaria general del partido Ivonne Ortega afirmó que “de la asamblea priista no saldría un partido a la medida de Peña”, Camacho Quiroz puso al PRI a disposición del jefe del Ejecutivo para sus tareas de gobierno y también para que ejerciera su “legítimo derecho a militar”, con lo cual el partido practicaría la “sana cercanía”, aun cuando en el espíritu de sus documentos básicos existe la certidumbre de que no corresponde al interés nacional, la incondicionalidad, ni la sumisión del partido al gobierno.33

			El PRI apoyó todos los proyectos del Ejecutivo, y a pesar de los buenos deseos de distinguidos priistas, de que Peña Nieto volviera a colocar al partido como eje articulador de sus decisiones, no tuvo los efectos deseados. Si bien no era ilegal la integración de Peña Nieto a los órganos de dirección del PRI, lo ilegal sería que usara recursos públicos para fines partidistas.

			Se consideró que los logros iniciales alcanzados durante los primeros meses de gobierno influirían mucho en los comicios locales. Todo lo que pidió Peña Nieto, como encabezar los cambios de las reformas estructurales –en particular la energética–, se lo otorgó el PRI; y en muchas de las ocasiones en que su gobierno enfrentó críticas y cuestionamientos, lo arropó, aunque al final del sexenio se conformaron grupos visibles de disidentes que impulsaban cambios en los estatutos, entre los que se incluiría establecer la consulta a la base como método para elegir al candidato presidencial para el 2018. No obstante, los priistas demostraron una vez más tener escasas posibilidades de cambio, y cuando se presentan problemas de preferencias o de definición ideológica, para no dividirse, prefieren ser ambiguos.34

			Más que la ansiada restauración, lo que se observó fue la configuración de lo que pretendía ser un partido hegemónico bajo los paradigmas de la filosofía de la globalización, tras la puesta en marcha de las reformas estructurales, pero con la pobreza de un discurso que no permitió vislumbrar el prometido futuro luminoso. Los reformadores del PRI, propensos al envanecimiento mediático, no lograron esbozar los grandes trazos del proyecto nacional que se decía respaldaba las ambiciosas transformaciones del Ejecutivo.35 El partido se encontró unido en torno al proyecto de “transformación nacional” encabezado por el gobierno, pero sin autocrítica, lo cual se reflejó significativamente en las elecciones de 2015, donde sintieron los primeros descalabros, aunque con la alianza con el PVEM logró mantener la mayoría en la Cámara de Diputados.

			A esta condición se sumaron las acusaciones de corrupción y otros delitos graves contra varios ex gobernadores, quienes ante el escándalo fueron expulsados de las filas de este partido; Javier Duarte, de Veracruz; Roberto Borge, de Quintana Roo; César Duarte, de Chihuahua, que fue señalado por la Procuraduría General de la República (PGR) como responsable de peculado. Se encuentran recluidos también Eugenio Hernández y Tomás Yarrington por vínculos con el crimen organizado.

			Durante el mandato de Peña Nieto, el priismo perdió frente al PAN (o alianza opositora): Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Chihuahua, Durango, Nayarit, Puebla, Querétaro, Tamaulipas y Veracruz. Ante el PRD, Michoacán y Tabasco. En Nuevo León no pudo retener la gubernatura, la cual ganó, por primera vez en el país, un candidato independiente.

			En 2017, la apuesta del PRI fue el triunfo total en las tres gubernaturas en disputa: Estado de México, Coahuila y Nayarit. Logró una apretada victoria en territorio mexiquense frente a Morena de López Obrador; perdió Nayarit, y Coahuila debió resolverse en el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF).36

			Si en 2012, con sus partidos aliados, Peña Nieto obtuvo poco más de 19 millones de votos, de los cuales 17 millones los consiguió el PRI, seis años más tarde el partido perdió 8.7 millones de votos, para quedar con la cifra más baja en sus 89 años de historia. En los comicios presidenciales del 1° de julio de 2018, el candidato José Antonio Meade alcanzó 9 millones de votos en alianza con los partidos Nueva Alianza y Verde Ecologista de México; es decir, en solitario alcanzó 7.6 millones de votos.

			Si se comparan las elecciones federales de 2012 y las de 2018, el saldo para el PRI sería el siguiente: en 2012 dicho partido ganó la Presidencia en alianza con el PVEM, obteniendo el 38.15% de la votación total,37 mientras que en 2018 perdió la Presidencia en alianza con el PVEM y Nueva Alianza, con tan sólo un 16.40% de la votación total.38

			Respecto a las posiciones legislativas, mientras que en 2015 la Cámara de Diputados estaba conformada por 203 legisladores del PRI, 47 del PVEM, 109 del PAN, 61 del PRD, 25 de Movimiento Ciudadano, 11 de Nueva Alianza, 35 de Morena, 8 del PES y 1 independiente,39 después de las elecciones de 2018 se observa una integración diametralmente distinta, ya que el PRI se configuró como uno de los grandes perdedores al alcanzar tan sólo 47 diputados; en tanto que Morena obtuvo 259 escaños, el resto de los partidos consiguió las siguientes posiciones: 78 del PAN, 34 del PT, 28 de Movimiento Ciudadano, 26 del PES, 13 del PVEM, 11 del PRD y 4 independientes.40

			Por su parte, la Cámara de Senadores en 2012 se integró por 54 senadores del PRI, 38 del PAN, 22 del PRD, 7 del PVEM, 5 del PT, 1 de Movimiento Ciudadano y 1 de Nueva Alianza;41 en 2018 quedó integrada por 14 senadores del PRI, 60 de Morena, 24 del PAN, 9 de Movimiento Ciudadano, 7 del PVEM, 6 del PT, 4 del PES, 3 del PRD y 1 independiente.42

			Por lo que respecta a las gubernaturas que estuvieron en disputa en 2018, el PRI perdió Jalisco y Yucatán. Con estos resultados, el PRI gobernará a 44.4 millones de mexicanos en 12 estados.43 Se puede afirmar que el sexenio de Enrique Peña Nieto ha sido tal vez la etapa más crítica para el PRI. Durante su gestión, el mandatario llevó a su partido a una catástrofe electoral que lo alejó de Los Pinos; lo redujo a una tercera fuerza política y lo dejó fracturado.

			A partir de 2012, el PRI fue la fuerza política con mayor pérdida electoral. A finales de diciembre de 2017 gobernaba 13 de las 32 entidades. El retroceso en el último lustro fue principalmente a nivel estatal y local. El priismo redujo su presencia en municipios y en no pocas capitales de los estados. Antes de las elecciones de 2018 sólo quedaban cinco entidades en las que no había ocurrido alternancia, es decir, donde siempre había gobernado el PRI: Campeche, Coahuila, Colima, Hidalgo y Estado de México.

			Tras conocerse los resultados de las elecciones de 2018, Peña Nieto intentó justificarse. Dijo que no fue su baja popularidad lo que llevó a su partido y a su candidato a la peor debacle de su historia, sino un desgaste del ejercicio de gobierno y por “un clima antisistémico en el mundo, donde los partidos tradicionales se han quedado sin respaldo”.44 Sin embargo, en el balance debe considerarse el impacto negativo de la gestión de Peña Nieto y las reformas estructurales como las principales causas de su fracaso electoral.

			Según una comisión de diagnóstico del partido, “el gobierno no pudo dar una explicación del por qué no funcionan las reformas, pero tampoco el PRI”, lo cual generó “la mayor desconfianza en la sociedad y la duda, de las nuevas generaciones, de que tenga capacidad para ser un gobierno de resultados”. Dicho diagnóstico admitió que los priistas no supieron comportarse como partido durante el sexenio de Peña Nieto, sino que se convirtieron en “replicadores de la gestión gubernamental federal”, pues creyeron falsamente que el discurso de defensa de las reformas les ayudaría; pero el discurso se agotó ante la ausencia de beneficios de dichas reformas; además, no pudieron contener ni frenar los escándalos de corrupción y la inseguridad. Si aspiraron a tener una voz crítica en algunas decisiones, más allá de ciertas corrientes o pequeños grupos que lo intentaron, nadie se atrevió a hacerlo. La disciplina autoritaria superó al “espíritu revolucionario”. Una vez más el PRI se convirtió en vocero del gobierno, dejó de tener un discurso propio y mucho menos existieron posicionamientos abiertos.45

			Peña Nieto consideró que la modificación de estatutos y la selección del candidato en 2018 fue correcta y que militaba con orgullo en el PRI, pero que el partido “tenía un estigma ante la sociedad, de desgaste y de reproche”, por lo que recomendaba a ese instituto político un cambio “de nombre y de esencia … si conserva los apellidos, entonces no funciona”.46

			Algunos de los grandes problemas que el gobierno enfrentó y su impacto en la gestión gubernamental

			Los muertos y desaparecidos en Iguala, Guerrero: la primera crisis del sexenio

			Al concluir el segundo año del sexenio de Enrique Peña Nieto, su gobierno experimentó una inesperada y severa crisis política. El detonador de dicha crisis, expresada en protestas masivas contra su gobierno, se verificó en la ciudad de Iguala, Guerrero,47 el 26 y 27 de septiembre de 2014, en una tragedia donde se mezcló la brutalidad, corrupción, ineptitud, cinismo e irresponsabilidad gubernamental. No sólo se asesinó a seis personas y desaparecieron 43 estudiantes, sino con sus acciones el Estado mexicano demostró su naturaleza violenta y represiva.

			La ausencia de justicia después de lo acontecido agravió a la sociedad. El reclamo fue que hubiera justicia y castigo a los responsables, pues un gobernador del partido que fuera y a pesar de la formal autonomía de los municipios en su entidad, era responsable de la legalidad/ilegalidad en que operan las autoridades de su ámbito de gobierno. Los crímenes no se habían presentado por generación espontánea, los gobernantes eran responsables de tal ilegalidad. Su obligación era detectarla, prevenirla y, en su caso, actuar en consecuencia. No eran, entonces, inocentes, en todo caso eran encubridores o cómplices.48 El caso provocó la caída y luego el encarcelamiento del alcalde de esa localidad guerrerense, José Luis Abarca, y la separación del cargo del ex gobernador Ángel Aguirre Rivero, entonces vinculado al PRD.

			Frente a los inmediatos reclamos de justicia, el gobierno reaccionó indicando que se trataba de un caso local. Al paso de los días, los reclamos se transformaron en indignación social y el clamor por la presentación con vida de los 43 normalistas.

			El 26 de noviembre –dos meses después del fatal acontecimiento–, Peña Nieto aseguró que se “tomaron acciones de fondo y se conociera el esfuerzo colectivo para evitar que eventos tan lamentables como el sucedido en Iguala se repitan”. El 27 de noviembre, desde el Palacio Nacional, en un mensaje a la nación, dijo que dos meses atrás México sufrió uno de los ataques más cobardes y crueles del crimen organizado, el cual habían conmocionado a la nación: “el asesinato de seis personas, las lesiones a 20 más y la privación de la libertad de 43 estudiantes de la Escuela Normal de Ayotzinapa por policías y autoridades municipales al servicio de la delincuencia organizada, nos han indignado y agraviado profundamente”.49

			Para fortalecer las capacidades institucionales en materia de seguridad pública, así como de procuración y administración de justicia, anunció las siguientes medidas:

			Iniciativa de reforma constitucional a fin de facultar al Congreso para expedir la Ley Contra la Infiltración del Crimen Organizado en las Autoridades Municipales.

			Iniciativa de reforma constitucional para redefinir y dar claridad a todo el sistema de competencias en materia penal.

			Iniciativa de reforma constitucional para crear las policías estatales únicas.

			Que el número telefónico 911 sea único para pedir auxilio en casos de urgencia y poder acceder a otros servicios de ayuda y orientación.

			Impulsar el establecimiento de la Clave Única de Identidad.

			Operativo especial en la región conocida como Tierra Caliente y a partir de él desplegar fuerzas federales en los municipios de los estados de Guerrero y Michoacán.

			Impulsar una amplia agenda de reformas para mejorar la justicia cotidiana.

			Impulsar un conjunto de acciones para fortalecer y poner al día los instrumentos para proteger los derechos humanos.

			Promover en el Congreso de la Unión la pronta aprobación de diversas leyes y reformas en materia de combate a la corrupción.

			Promover los principios de transparencia, rendición de cuentas, participación ciudadana e innovación, esenciales en un gobierno abierto.

			Si en algún momento del 27 de septiembre de 2014, el secretario de Gobernación hubiera salido antes que los medios a informar a la sociedad lo ocurrido esa madrugada en Iguala; si el procurador hubiera anunciado la atracción inmediata de las investigaciones, basado en la premisa de que ninguna delincuencia “no organizada” es capaz de asesinar a balazos a seis personas en cuestión de minutos y secuestrar a otros 43; si el presidente Peña Nieto hubiera encabezado la indignación social que el acontecimiento iba a generalizar horas más tarde, tal vez su gobierno no hubiera enfrentado la situación agónica y sin salida posible que encaró.50

			El estado de Guerrero vivió una agitación política y social. La versión de los hechos de parte de la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) respaldaba la versión de los padres, sobre fallas en las pesquisas; organizaciones no gubernamentales pedían a la Sedena aclarar la versión de que había un militar entre los estudiantes. El 8 de noviembre de 2014, miles de personas se movilizaron en al menos seis estados para exigir la renuncia del presidente Enrique Peña Nieto ante la evidencia de que la situación en el país había superado su capacidad de respuesta y soluciones.

			En los primeros sesenta días que transcurrieron, se fueron deshaciendo todas las expectativas promisorias de encontrar a los estudiantes. Esta situación ocasionó, como dijimos anteriormente, la primera crisis seria del sexenio que, sumadas otras inconformidades, le planteó al presidente tres situaciones: a) que renunciara, b) que cambiara su estrategia, o bien c) presentar con vida a los 43 estudiantes.

			Peña Nieto tuvo que cambiar una gira de trabajo que, a 65 días después de las muertes y desapariciones, tenía programada en la ciudad de Iguala. Correspondió a Miguel Ángel Osorio Chong, secretario de Gobernación, presentar en Chilpancingo el operativo especial contra la delincuencia de Tierra Caliente (que incluía zonas de Guerrero, Michoacán, Estado de México y Morelos), pero maestros y normalistas volvieron a protagonizar actos violentos; irrumpieron en el Palacio de Gobierno y causaron daños.51

			A 10 meses de la investigación de este caso, la PGR informó que existían 110 inculpados, aunque no había ninguna condena (hoy son muchos más los detenidos). La Procuraduría General de Justicia de Guerrero, por su parte, había contabilizado 1 428 homicidios dolosos y habían sido localizadas 25 fosas clandestinas. El caso “Ayotzinapa” atravesó varios momentos críticos, los padres de los 43 estudiantes contaron con el apoyo de varias organizaciones y su voluntad para luchar ha sido indomable. En la medida en que la protesta se alargó, aumentaba la probabilidad de que ésta fuera criminalizada y reprimida.

			Más allá de las aprehensiones y remociones, el Estado fue incapaz de atender la demanda de una investigación creíble, procurar justicia efectiva y buscar a los desaparecidos. El gobierno federal mantuvo lo que Murillo Karam llamó “la verdad histórica del caso”, la versión de que los 43 normalistas desaparecidos fueron ejecutados y sus cuerpos incinerados en el basurero municipal de Cocula. El gobierno no pudo formular un mensaje convincente y comprometerse al esclarecimiento de los hechos.52

			Es importante señalar que Enrique Peña Nieto estaba consciente de que las propuestas formuladas en su decálogo serían un proceso complejo y no fácil de instrumentar. En realidad, sus propuestas avanzaron a cuenta gotas. En ambas Cámaras, los legisladores incumplieron el plazo que ellos mismos se pusieron para tener aprobadas las principales leyes, tales como la Ley contra la Infiltración del Crimen en Autoridades Municipales y la creación de una clave única de identidad ciudadana, así como la legislación en materia de tortura y desaparición de personas.53 El fortalecimiento de las capacidades institucionales para la seguridad pública de un Estado debilitado por la ineficacia, la corrupción y la impunidad, se pospuso frente una sociedad harta por el maltrato y estados regionales construidos por organizaciones criminales con un enorme poder.54 Se dijo que la propuesta del presidente de disolver la autoridad municipal, ante sospechas de que estaba infiltrada por el crimen y despojarla de sus cuerpos de policía, atentaba contra el federalismo.

			Se puede afirmar, como lo sugiere Lorenzo Meyer, que en México conviven y chocan dos poderes que se comportan como si ambos fuesen soberanos, es decir, que sólo rinden cuentas a sí mismos. Uno es el Estado formal, corrupto, ineficiente y débil; y el otro es el conjunto de pequeños cuasi Estados o feudos criminales que a sangre y soborno han conquistado porciones de la geografía y que, además, están en guerra permanentemente entre ellos. Los feudos criminales ejercen un dominio directo sólo en regiones, pero sus efectos nocivos se dejan sentir en todo el país. El Estado formal y los cuasi Estados ilegales conviven en medio de tensiones y choques, pero también de acuerdos ilícitos pero efectivos.55

			Todo esto se observó con claridad en Iguala, Guerrero, donde de manera similar que en el 68, fueron víctimas jóvenes estudiantes de la Normal de Ayotzinapa que se preparaban para ir a la tradicional marcha del 2 de octubre en la Ciudad de México. En este sentido, afirma Sergio Aguayo, “la violencia (tanto criminal como la oficial) sin control continúa siendo el signo de identidad del Estado mexicano pese a las transformaciones (algunas de ellas positivas)”.56

			Tienen razón los que afirman que para el gobierno de Enrique Peña Nieto sería imposible revertir la marca de sangre de este crimen, el cual quedó grabado en la memoria colectiva del país. “Los 43 destaparon una verdad que el gobierno había negado: que en México existía una crisis de derechos humanos. El caso Iguala desplomó el falso escenario de que México era un país de vanguardia en garantías fundamentales y apareció el México real, el de la violencia, la represión, las ejecuciones y las desapariciones forzadas”.57

			Aunque desde el poder parecía haberse apostado al olvido, por los persistentes obstáculos, la dilación y la falta de voluntad política para alcanzar la verdad, la justicia y la reparación del daño,58 la condena y la presión internacionales por los acontecimientos de Iguala obligó al gobierno mexicano a aceptar la intervención del Grupo Interdisciplinario de Expertas y Expertos Independientes (GIEI) de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) para investigar el caso. El grupo fue designado el 16 de enero de 2015.

			El informe de los expertos de la CIDH reveló una operación concertada de las policías guerrerenses y federales y el ejército, operación que presumiblemente tenía como prioridad proteger un cargamento de droga que transportaba uno de los autobuses ocupados por los jóvenes, que falsamente se reportó como destruido.59 El GIEI intentó ser acallado por el gobierno federal, pero el grupo de investigadores resistió y avanzó mientras estuvo oficialmente realizando sus pesquisas. En determinado momento se erigió como la única instancia confiable para esclarecer el caso. Pero la no renovación de su mandato por el gobierno federal fue una prueba más de la falta de disposición para ello, pues no sólo se negó a facilitar la investigación del GIEI en las instalaciones del 27 Batallón de Infantería, ubicadas en las inmediaciones de Iguala, sino que en diversas declaraciones de altos funcionarios y autoridades castrenses deslindaron a los efectivos militares de la región, de cualquier responsabilidad en dicho caso.60

			Enrique Peña Nieto vs. medios de comunicación que ejercen su independencia

			Carmen Aristegui, líder informativo en Latinoamérica que ejerce un periodismo crítico y de investigación en nuestro país, publicó el 9 de noviembre de 2014 un extenso reportaje denominado La Casa Blanca de Enrique Peña Nieto, propiedad de la familia presidencial, en particular de la esposa del presidente.

			El inmueble ubicado en Las Lomas, con un valor de 7 millones de dólares, se encontraba a nombre de Ingeniería Inmobiliaria del Centro, filial del Grupo Higa, constructora que había obtenido contratos millonarios en el Estado de México cuando el presidente Peña Nieto fue gobernador de esa entidad. Esta compañía formaba parte del grupo de empresas que habían ganado la licitación para la construcción del tren rápido México-Querétaro.

			El reportaje que no se transmitió en primera instancia en Multivisión (MVS), entidad con quien Aristegui tenía un contrato periodístico, incorporó elementos de información sobre este tema publicados en la revista Hola, cuya publicación se dio a conocer en el periódico La Jornada y la revista Proceso.61 Provocó una reacción en cadena a través de las redes sociales e impactó en la opinión pública como un posible conflicto de interés del presidente. Después, una publicación del Wall Street Journal que hiciera lo mismo con una mansión en Malinalco, Estado de México, del Secretario de Hacienda, Luis Videgaray, ocasionó que la Presidencia cancelara una licitación existente del tren rápido México-Querétaro, y que poco a poco se fueran cerrando los medios en que se difundieran posiciones críticas.

			La empresa MVS despidió a dos de sus  reporteros por considerar que su incorporación a la organización MexicoLeaks62 había hecho que perdiera la confianza en ambos colaboradores: Daniel Lizárraga e Irving Huerta. Ambos habían participado en investigaciones importantes como la red de prostitución encabezada por el ex líder priista Cuauhtémoc Gutiérrez en el Distrito Federal, la matanza de Tlatlaya en el Estado de México y la llamada Casa Blanca, al que se sumó el caso del inmueble adquirido por Luis Videgaray.63

			Un día después, MVS Radio dio por terminada su relación de trabajo con la periodista, al señalar que la empresa no aceptó la reincorporación de ambos colaboradores como ultimátum que la conductora había fijado como condición para resolver el problema.

			Después de que se diera a conocer el fin de la relación de trabajo con Aristegui, legisladores y comunicadores lamentaron la decisión de la empresa y manifestaron su solidaridad con la comunicadora, pero la percepción general de la causa del despido fue que no se trataba de un diferendo por el pretendido uso de la marca MVS, sino que la decisión empresarial tenía tras de sí presiones gubernamentales por la incómoda línea informativa de Carmen Aristegui.

			Jorge Alcocer, por ejemplo, informó que había decidido cancelar su colaboración semanal con MVS; Sergio Aguayo escribió que “Enrique Peña Nieto quería pasar a la historia como el reformador de México, pero múltiples factores obstaculizaron esa imagen: una de ellas fueron las revelaciones sobre la residencia”;64 y para Lorenzo Meyer, a las alturas del sexenio, “una de las tuercas a apretar era el control de las fuentes de información de carácter político”.65

			El caso abrió un interesante debate sobre el esquema empresarial en el modelo de comunicación en radio y televisión, toda vez que no se trató de patrimonios privados en disputa, sino de la explotación de un bien, propiedad de todos los mexicanos que había sido temporalmente concesionado por el Estado; es decir, no se reducía a un conflicto entre particulares. Sin embargo, el caso demostró que en México el modelo empresarial en radio y televisión ha sido reacio, una vez más, al periodismo de investigación.66

			El 2 de septiembre de 2015, el Consejo Ciudadano del Premio Nacional de Periodismo 2014, en el que se inscribieron mil 265 trabajos de todo el país, eligió 87 finalistas y en la categoría de reportaje y periodismo de investigación fue galardonada Aristegui y su equipo de colaboradores por su trabajo sobre “La casa blanca”, que había sido publicado en forma conjunta por Aristegui Noticias, La Jornada y Proceso.67

			La invitación de Enrique Peña Nieto a Donald Trump a Los Pinos

			En vista de los antecedentes de la campaña presidencial en Estados Unidos, el episodio de la visita de Donald Trump como candidato republicano a la residencia oficial de Los Pinos –la cual se verificó un día antes de la entrega del Cuarto Informe de Gobierno– a invitación del presidente Enrique Peña Nieto, según los expertos, debe registrarse en la historia moderna de las relaciones México-Estados Unidos como “un error histórico y político”. Este encuentro no sólo no aportó nada, sino que colocó al presidente de México en unas horas en el centro de la campaña presidencial de Estados Unidos, cuyos dividendos políticos redituaron mayormente a Donald Trump frente a su contrincante Hillary Clinton, pues su visita a México impulsó su propia imagen en momentos decisivos.68

			Donald Trump inició su gobierno en un momento complejo para México y para el mundo, pero la interdependencia que se ha desarrollado entre México y Estados Unidos, subrayada con el TLCAN, a pesar de haber obligado a México a definir una nueva estrategia de desarrollo económico en los dos últimos años del gobierno de Peña Nieto, esto no fue posible (ni deseable para el gobierno mexicano), por lo que optó por negociar cuidadosamente, sin estridencias y pragmáticamente, el redireccionamiento de inversiones multimillonarias de Estados Unidos en México.

			A pesar de su previsión y de haber intervenido en la campaña estadounidense –para “tender puentes”–, el gobierno de Enrique Peña Nieto estuvo paralizado y el país pasmado. La parálisis se debió a las amenazas y acciones del nuevo presidente y su efecto, lo cual suponía implicaciones en la gobernabilidad del país, debido a los inesperados reajustes profundos en su relación económica, política y social. El desastre diplomático cerró para algunos el espacio de maniobra del peñanietismo en Estados Unidos.69

			Posteriormente y a poco más de una semana de que Donald Trump asumiera la Presidencia de Estados Unidos, el gobierno de Enrique Peña Nieto fue experimentando mayor presión de diversos actores políticos para que actuara con firmeza frente a sus amenazas. En enero de 2017 se desplomó el peso. Después de un año en que perdió poco más de una quinta parte de su valor, el mínimo histórico al que llegó fue de 21.50 por dólar a la compra y 22.25 a la venta.

			En un momento en que el presidente Enrique Peña Nieto intensificó su mensaje frente a la coyuntura que enfrentaba el país, propuso privilegiar la unidad nacional y actuar con patriotismo; con “ejercicio pleno de nuestra soberanía y con respeto a la dignidad y a los intereses de todos los mexicanos”. El titular del Ejecutivo convocó a los coordinadores de los grupos parlamentarios del Senado y la Cámara de Diputados a construir una agenda.70

			Académicos, investigadores y ciudadanos demandaron una estrategia nacional frente a las amenazas de Donald Trump; sin embargo, la retórica de la unidad nacional (o unanimidad nacionalista) dividió al país.71 El cuestionamiento sobre el llamado a la unidad nacional se cifraba en que no era lo mismo unirse contra Trump, que unirse con el presidente de México. Si bien surgió una oleada nacionalista en las redes sociales, no se puede afirmar que existió una unión nacional, pues claramente una política de unidad nacional contra Trump no podía ser decretada por el gobierno, aunque éste tratara de fomentar acercamientos, diálogos, negociaciones y acuerdos. El propio presidente Peña Nieto tuvo que afirmar que la convocatoria a la unidad nacional no era un emplazamiento sin censura y con imposiciones, aclaración poco afortunada en esos momentos en que, como presidente de la Nación, requería de unidad.72

			Una explicación de la ausencia de unidad nacional podemos tenerla en la indefinición de lo que significaba para el gobierno el interés nacional, además de que en la coyuntura crítica se combinaban dos crisis, una interna y otra externa. Por una parte, era difícil que existiera unidad nacional cuando la ciudadanía se encontraba inconforme con la política económica y social, pues el alza de los precios de la gasolina fue sólo la última expresión de una política que lleva cuatro años y treinta más de gobiernos neoliberales, cuyas reformas estructurales han enriquecido más a la oligarquía dominante y al capital extranjero, reduciendo los salarios, los contratos colectivos, el empleo y alentando la migración;73 por otra, porque recibía el rechazo brutal del “socio norteamericano” que lo amenazaba y humillaba. En este sentido, todo indica que el daño fue considerablemente mayor (fue un agravio), más severo que un simple “error de cálculo”.74

			El impacto de la gestión del gobierno en la aprobación presidencial y en el resultado de las elecciones de 2018

			El gobierno de Enrique Peña Nieto en su primer año registró un nivel de aprobación bajo; y a pesar de que se reconoció la importancia de las reformas estructurales, éstas se encontraban en duda en cuanto a su implementación inmediata por la falta de leyes secundarias. Las principales razones del creciente descontento con su labor estaban en los nuevos impuestos, en el gravamen adicional a los refrescos, así como en la homologación del IVA en estados fronterizos. El periódico Reforma publicó los resultados de una encuesta nacional y la aprobación presidencial había caído en los líderes de opinión de 6.5 en julio a 5.2 en diciembre de 2013; y la de los ciudadanos había descendido de 6.3 a 5.5.75 En los círculos del poder esta situación era preocupante. Rehén del manejo de las percepciones y adicto a la pantalla televisiva, Peña Nieto vivía una paradoja: tenía una mala imagen a pesar del dispendio publicitario.76 En los tres trimestres iniciales no había dejado de caer en la aprobación y subir en la desaprobación. Entre agosto y noviembre de 2013, la evaluación del desempeño gubernamental anunciaba un desplome y los augurios negativos para el futuro se elevaban.77 Para abril de 2014, si bien al presidente se le reconocía su labor política con el Congreso, los ciudadanos expresaban descontento con la situación económica, el desempleo y la corrupción. Peña Nieto obtuvo una calificación reprobatoria de la ciudadanía de 5.5.78

			Una interpretación de la situación la expresó Antonio Sola, asesor de la campaña de Felipe Calderón en 2006, en el sentido de que Peña Nieto sufría los mismos males de comunicación que el panista. “Peña Nieto está sufriendo los mismos males de Calderón (…) hablo de la comunicación de las reformas, de la comunicación del PRI. Ojalá el partido termine de renovarse y lo haga bien en los hábitos de comunicación”.79

			Una de las implicaciones de esta situación es que Peña Nieto había perdido la aprobación de importantes líderes de opinión en su gestión. Gustavo Madero, dirigente del PAN, y Cuauhtémoc Cárdenas, fundador del PRD, consideraron que empleaba los medios de comunicación para defender las reformas que interesaban a su gobierno y para tratar de reformar su imagen pública. La asociación civil Fundar promovió un amparo ante la justicia federal para la evaluación del artículo 242 de la Ley Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales que permitía violar el artículo 134 constitucional, toda vez que la imagen y voz del presidente se promovía con motivo del Segundo Informe de Gobierno –de excepcional ejercicio de rendición de cuentas, lo había transformado en uno de los momentos de mayor propaganda en el país– a cargo del erario público.80

			El pobre resultado de su gestión, reflejado en las encuestas, sólo es comparable a lo que le ocurrió a Ernesto Zedillo después de la crisis de 1994-1995, cuando la aprobación de su mandato alcanzaba sólo el 31%,81 lo que originó que circulara la versión en su círculo de gobierno de que “Peña Nieto había decidido utilizar su capital político para impulsar la agenda de las reformas”.82

			A principios de 2015, Enrique Peña Nieto había perdido su halo reformador, sus políticas de seguridad y la situación de los derechos humanos se encontraban bastante cuestionadas. La desaparición de los 43 normalistas de Ayotzinapa, la ejecución extrajudicial de 22 personas a manos de militares de Tlatlaya, el errático comportamiento de la economía y los escándalos de corrupción e impunidad, ocasionaron que Peña Nieto obtuviera la calificación más baja en lo que iba de su gestión.83 Su nivel de aprobación era de 39% y su rechazo se ubicaba en 57%.84 Frente a estos resultados sobre su aceptación entre los mexicanos, el presidente Peña Nieto respondió: “No trabajo, ni dedico mi empeño a colocarme medallitas, ni a tener logros personales. Son logros que quiero para toda la nación, y a ello estoy dedicado”.85 

			La caída de la imagen de Peña Nieto en la opinión pública empezaba a ser un factor de preocupación entre los estrategas electorales del PRI. La cuestión que preocupaba era el impacto en las elecciones intermedias de 2015, a tres años de ocupar la Presidencia (Gráfica 1).
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			A finales de 2015, lo interesante era que, a pesar de la desaprobación del presidente, las encuestas mostraban que el PRI sería el partido ganador de una elección. En una encuesta de Consulta Mitofsky levantada entre el 6-9 de noviembre y divulgada el 24 del mismo mes, 20.8% de los mexicanos dijeron que votarían por el PRI (sin considerar candidato), lo cual era suficiente para ganar una votación con las reglas existentes y la fragmentación del voto, debido a la multitud de partidos.86

			El año 2016 empezó mal para Peña Nieto, pues un editorial de The New York Times lo criticó al señalar que sería recordado como el político “que aludía la rendición de cuentas a cada oportunidad”.87 En abril, Peña Nieto tuvo un nuevo mínimo de aceptación, pues consiguió apenas el 30% de aprobación de los ciudadanos (los líderes lo calificaron con 22 por ciento).

			La baja popularidad del presidente y la desatención a las inconformidades expresaron su hartazgo en protestas en las calles. Peña Nieto señaló posteriormente su desconcierto ante la pérdida en 7 de los 12 estados donde se celebraron elecciones (cuadro 1). 88 Aunque para nadie era secreto que su gobierno había respondido mal ante los diversos problemas y desafíos con que se había enfrentado, la administración no parecía comprender la naturaleza del problema. La caída de popularidad siguió. Para agosto, la calificación fue de 23% de aprobación de los ciudadanos y 18% de los líderes.89 En este contexto apareció la denuncia de plagio en la elaboración de la tesis de Peña Nieto, que debe verse como un duro golpe en el punto más débil de su gobierno: su actitud ética. En este caso, la ligereza de las reacciones, de las justificaciones frente a dicho plagio (plagiar es violar) se convirtieron en un verdadero escándalo.90
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			El porcentaje de aceptación del presidente se encontraba muy por debajo de lo recomendable para que pudiera ejercer debidamente sus funciones. Las posiciones críticas se dividieron en dos: 1. Le recomendaron al titular del Ejecutivo que se empeñara, de este punto en adelante, en reconstruir su Presidencia. 2. Frente a la situación crítica que vivía su gobierno, que renunciara (esto último fue una exigencia de unas 5 mil personas que mediante convocatoria en redes sociales, se manifestaron en una marcha el 15 de septiembre de 2016).91

			El desgaste del presidente de la República en enero de 2017 con “el gasolinazo” fue mayor, lo que benefició a los gobernadores panistas. El nivel de desaprobación fue de los más altos, lo que se atribuyó a la falta de resultados, pero también reveló que la figura presidencial, que históricamente se había construido como el vértice del poder en México, se encontraba debilitada en su credibilidad y confianza.92

			La paradoja que se presentó, fue que Peña Nieto tenía una mala imagen a pesar de la intensa propaganda difundida en los medios. Por lo pronto, el gasto en publicidad del gobierno federal llegaría a 60 mil millones para el fin del sexenio, estimó Paulina Castaño, investigadora de Fundar. El proyecto de presupuesto de 2018, enviado por el Ejecutivo, incluía un gasto en publicidad de 3 mil 557 millones de pesos (Gráfica 2).93
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			Peña Nieto no sólo incumpliría con su primera promesa del sexenio: “crear una institución ciudadana y autónoma que supervisara la contratación de publicidad en todos los niveles de gobierno”, pues el Congreso también transgredió los plazos que se fijó para legislar en la materia; en concreto, sobre el artículo 134 constitucional que –llevado a la SCJN por la organización Artículo 19–, ocasionó que la Corte le ordenara al Congreso que expidiera una ley en la materia.94

			En este balance, algunos analistas atribuyen el problema a una mala o inadecuada política de comunicación del presidente, en particular para los momentos contrastantes que tuvo su gobierno en que la mayoría de sus respuestas fueron mediáticas. Una muestra simbólica fue aquel spot cuyo mensaje era: “ya chole con tus quejas”. Es decir, la política de comunicación –a pesar de los ajustes– se mantuvo durante el sexenio y lejos de ayudar a la imagen presidencial, irritó a los ciudadanos.95

			La Sucesión presidencial y la actuación del Ejecutivo en el proceso electoral de 2018

			Javier Corral, gobernador de Chihuahua, enfrenta al gobierno federal por corrupción electoral

			Desde que se postuló para candidato a gobernador de Chihuahua, Javier Corral anunció que pugnaría para culminar el proceso penal contra César Duarte Jáquez, ex gobernador de la entidad (que actualmente se encuentra prófugo). La Fiscalía General del estado, a cargo de César Augusto Peniche, encontró anomalías sistemáticas, tales como obras, trabajos y contratos ejecutados con sobreprecios, e hizo la revelación de la trama de corrupción y malversación de dinero público de las arcas de Chihuahua por una cantidad de 250 millones de pesos para financiar las campañas del PRI.96 Cientos de documentos fueron revisados por The New York Times vinculados a un plan que demuestra que se depositaron 14 millones de dólares en las cuentas de cuatro compañías “fantasmas” que fueron utilizadas para el PRI en 2016.

			Corral fue cauto al principio para señalar que no tenía indicios de la participación de líderes del PRI en ese desvío. Pero la situación resultó distinta con la captura y encausamiento de ex funcionarios de Chihuahua, como el secretario de Hacienda con César Duarte, Jaime Herrera Corral, que declaró que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) avaló la triangulación de recursos públicos a campañas estatales del PRI. En su declaración sacó a relucir el nombre de Manlio Fabio Beltrones, lo cual comprometió a Luis Videgaray, que había sido secretario del ramo.

			Con el fin de obtener sentencias más benévolas mediante cooperación con las autoridades de Chihuahua, los ex funcionarios locales que operaron los millonarios desvíos declararon ante la Fiscalía del estado cómo se cometió el delito, quiénes dieron las órdenes y de cuáles empresas se sirvieron. El resultado fue la confirmación de las complicidades entre políticos y empresarios al más alto nivel, para malversar fondos públicos con fines electorales.97

			La SHCP rechazó que la dependencia atendiera “situaciones electorales” y desestimó las declaraciones de Herrera; el ex líder Manlio Fabio Beltrones se deslindó de las acusaciones del ex tesorero de César Duarte,98 pero el Ministerio Público vinculó a proceso, como presunto responsable de peculado agravado, al ex Secretario General Adjunto del Comité Ejecutivo Nacional del PRI, Alejandro Gutiérrez Gutiérrez, quien había sido diputado federal y senador por Coahuila.99 Manlio Fabio Beltrones reclamó que el gobernador de Chihuahua vulnerara la justicia con declaraciones “a modo” de un testigo protegido y mediante una condena mediática.

			Al haber echado a andar esta investigación en la que la SHCP propiciaba el desvío de recursos al PRI, Javier Corral desafió al gobierno federal y al PRI, pero tenía elementos para hacerlo, pues su gobierno denunció un segundo peculado por un millón 700 mil pesos de Alejandro Gutiérrez, motivo por el cual la Fiscalía estatal dictaría un año de prisión preventiva al ex secretario adjunto del CEN del PRI.100 La Fiscalía local exigió al gobierno federal extraditar al ex mandatario César Duarte, cercano a Peña Nieto, para demostrar que este último no lo protegía y advirtió que en este caso se llegaría hasta las últimas consecuencias.

			Días después, Javier Corral comprobaría que el gobierno federal ejercía un control político a través del presupuesto, pues acusó a la SHCP de retener un fondo de 700 millones para el estado que gobernaba, en represalia por haber investigado los desvíos de la tesorería estatal al PRI nacional. Corral hizo esta denuncia pública en la Ciudad de México y afirmó que el Secretario de Hacienda se lo había planteado en forma directa. La denuncia de Corral fue vista por Enrique Peña Nieto como “un acto cargado de signo partidario”. Manlio Fabio Beltrones, por su parte, informó que solicitó un amparo para acceder al expediente de la fiscalía de Chihuahua, hecho que demostró que la investigación del gobernador del estado estaba minando a la administración federal y al PRI en el desarrollo del proceso electoral de 2018.101

			Javier Corral ha tenido una participación importante en la agenda nacional. Fue apoyado por un movimiento social y ha sido criticado por sectores tanto nacionales como locales. No obstante, impulsó diversas acciones de movilización para que la SHCP liberara los recursos retenidos al estado: organizó una caravana hacia la capital del país; criticó el silencio de sus homólogos, los gobernadores del país; se enfrentó a la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales (Fepade), pero logró que el INE multara al PRI por aportaciones ilegales del gobierno de Chihuahua, negoció con la Secretaría de Gobernación y logró su objetivo parcialmente; enfrentó observaciones de la CNDH, y entabló una batalla legal por la reubicación de Alejandro Gutiérrez mediante un reclamo para enjuiciarlo; enfrentó las críticas de José Antonio Meade; acusó a Peña Nieto de proteger a César Duarte; convocó a los chihuahuenses a la resistencia civil; ha detenido a más de veinticinco personas ligadas al ex gobernador, etcétera.

			La investigación de Javier Corral pudo haber dinamitado la red de complicidades e impunidades del gobierno de Peña Nieto, pero ante el peligro de que esto sucediera, el gobierno le disputó en el ámbito jurídico y mediático su desafío. Por lo pronto, dejó varada en la SCJN una controversia constitucional, pues la Consejería Jurídica de la Presidencia presentó el 11 de octubre ante la SCJN una controversia para que Enrique Peña Nieto y su gabinete pudieran blindarse contra posibles investigaciones, órdenes de aprehensión, arraigo, citatorios, que pudiera emprender el gobierno de Chihuahua.

			Ésta sería la primera vez que un presidente de la República presenta un recurso legal como éste, en donde los actos reclamados se imputan al gobernador del estado chihuahuense, Javier Corral, a la Fiscalía General de Chihuahua y al Poder Judicial local.102 El caso sigue abierto.

			¿Manipulación cumplida, Enrique Peña vs. Ricardo Anaya?

			No se encuentra expresamente prohibido en la Constitución que el presidente de la República intervenga como titular del Ejecutivo en un proceso electoral, pues no hay ninguna ley que lo obligue o lo sancione, pero el hecho de que lo haga a favor o en contra de un candidato puede tener repercusiones en los resultados de las elecciones.

			En este sentido, la prohibición constitucional de mantener la imparcialidad política a través de su actuación, así como con el uso de los recursos a su cargo, es más un principio que un precepto jurídico,103 pues su intromisión puede ser desde distintos ámbitos, o fijar su posición frente al proceso, o tener un posicionamiento para cada uno de los candidatos.

			En el análisis de las elecciones en México, la intervención del presidente de la República debe considerarse una variable principal de análisis, no sólo porque los presidentes en los procesos electorales de 2006104 y de 2012105 lo hicieron, abierta o veladamente, sino porque el responsable de conducir el proceso político del país y cuidar su legitimidad es el presidente en turno, pues tendrá que entregar el poder al presidente entrante. Con esos precedentes, Peña Nieto y su equipo confiaban en que podían intervenir (con impunidad) en el proceso electoral de 2018, en su desesperado intento por retener la Presidencia de la República.106

			En enero de 2018, el nivel de rechazo ciudadano al gobierno de Enrique Peña Nieto había sido el más alto de los últimos 20 años, 73% de desaprobación.107 Con este nivel de desprestigio del mandatario y su partido, era importante considerar que el candidato del PRI se hubiese estancado en el tercer lugar en las encuestas y que fuese difícil superar este sitio. No obstante, tanto el presidente como el candidato buscarían hacer lo posible para lograr el triunfo. Cada uno a su manera y en su ámbito de acción.

			Peña Nieto afirmó que había seguido con absoluto respeto el proceso electoral actuando con imparcialidad,108 y hasta el propio López Obrador le reconoció ese mérito; pero no fue así, pues utilizó el poder gubernamental para cambiar el sentido de la elección. Por ello se requiere revisar su actuación en el año en el que concluía su gestión gubernamental; explicar cómo se desempeñó como titular del Ejecutivo durante el proceso electoral, así como identificar cuáles fueron las acciones gubernamentales, legales o ilegales, en las que intervino.

			Rumbo a la contienda presidencial de 2018, el panista Ricardo Anaya enfocó sus baterías contra el PRI, pero también contra el nuevo dirigente de Morena, Andrés Manuel López Obrador. Sus críticas a la gestión de Peña Nieto fueron fuertes y sistemáticas. Denunció, por ejemplo, la forma en que el presidente había endeudado “irresponsable y abusivamente al país”.109

			Anaya consideró que las alianzas con el PRD le habían generado buenos resultados a su partido (y al PRD también), pues con base en esta estrategia el PAN había crecido 10% más en 2016 en relación a 2015, y el triunfo en siete gubernaturas (Chihuahua, Veracruz, Quintana Roo, Aguascalientes, Puebla, Durango y Tamaulipas) lo demostraba.110 Por ello anunció que toda vez que había “muchísimos escándalos de corrupción”, se abrirían investigaciones donde hubiera elementos contra gobernadores salientes.

			Uno de los problemas que enfrentó Anaya fue la división existente en el PAN, la cual se profundizó cuando el propio Gustavo Madero lo acusó de “tener secuestrada la agenda del partido por sus aspiraciones presidenciales”.111 En el interior del PAN existía una disputa entre los grupos del ex presidente Felipe Calderón y los de Ricardo Anaya –y era significativa la buena disposición de Peña Nieto con Felipe Calderón en momentos del acelerado futurismo de cara al 2018.112 Un ejemplo de esto fue el nombramiento de Ernesto Cordero como presidente del Senado.

			Desde 2016, Margarita Zavala presionó a Ricardo Anaya para que se definiera en relación con su participación en la contienda por la candidatura presidencial panista, para evitar que abusara del cargo como dirigente nacional. Por su parte, Ricardo Anaya se preocupó por fortalecer su imagen de un político escrupuloso y transparente, además de incluyente con aquellos panistas que manifestaban aspiraciones a la candidatura a la Presidencia de la República, en particular Margarita Zavala y Rafael Moreno Valle.

			No obstante, Anaya mantuvo una actitud crítica contra el gobierno federal y contra el partido del gobierno. Promovió la creación de un frente anti-PRI rumbo al 2018 y logró echar abajo la automaticidad de Raúl Cervantes Andrade como Fiscal General de la República, lo que ocasionó que el PRI se lanzara contra él, pues subsistía en su contra una fundada acusación de acelerado enriquecimiento personal y familiar (información filtrada por el gobierno que le serviría al PRI y a otros enemigos para entablar una “guerra” contra el dirigente panista).

			La elección en el Estado de México (y en Coahuila) en 2017 fue un ensayo que revelaba la estrategia a desplegar de parte del gobierno y del PRI en la elección presidencial de 2018. Prevenidos para ello, el PAN, el PRD y MC impulsaron la integración de una alianza político-electoral que explica la embestida del gobierno de Peña Nieto contra Ricardo Anaya, la fractura del PAN y el sacrificio de proyectos legislativos pendientes en el Congreso.113

			En pleno proceso electoral, el PRI y el equipo de campaña de su candidato presidencial –Aurelio Nuño y Javier Lozano– concentraron su estrategia de ataque contra Anaya, acusándolo de ser un criminal y lo relacionaron con presunto lavado de dinero. En el PRI se solicitó que fuera investigado por ese delito, además de que se indagara al empresario Manuel Barreiro.114

			La estrategia de campaña del PRI cesó un poco en contra de López Obrador, al mismo tiempo que se ponderaba a José Antonio Meade como un funcionario de trayectoria limpia. Anaya, por su parte, sostuvo que había una embestida desde Los Pinos en su contra y que el gobierno hacía un uso faccioso de las instituciones.115

			El PRI no sólo exigió a la PGR que “por el bien del proceso electoral y del país, deslindara sin filias ni fobias, de manera inmediata, las responsabilidades del grave caso” de la presunta triangulación de fondos de Ricardo Anaya Cortés; también entregó al Secretario General de la Organización de Estados Americanos (OEA), Luis Almagro, una carta y un expediente de la investigación sobre Anaya Cortés, en respuesta a que senadoras del PAN habían denunciado la presunta persecución política de que era objeto su candidato.116

			Durante largos y definitorios meses se mantuvo una campaña mediática para exhibir las maniobras que habría hecho Anaya para “minar las instituciones”, eludir la rendición de cuentas” y el “enriquecimiento ilícito”, de quien fuera el principal contendiente real de López Obrador en la lucha por la Presidencia de México. En su estrategia de contraataque, el candidato presidencial Ricardo Anaya amenazó con encarcelar a Enrique Peña Nieto si se comprobaba la comisión de actos graves de corrupción. “Ya estuvo bueno que haya intocables en este país –afirmó el panista. Aquí el que la haya hecho, la tendrá que pagar y esto incluye al presidente de la República, Enrique Peña Nieto”.117

			Anaya fue exhibido en lo personal y en lo familiar con abundancia de datos, por lo que entabló una dura e imparable confrontación con el presidente de la República. A partir de los comicios en el Estado de México, un año antes, según Julio Hernández López, Peña Nieto “castigó todo tipo de veleidad panista que afectara o no ayudara a Alfredo del Mazo en su riesgosa batalla contra Morena, encabezada por la Profesora Delfina Gómez”.118

			Se puede considerar incongruente la acción de la PGR cuando, dos días antes de que concluyera el mandato de Enrique Peña Nieto, anunciara que exoneraba a Ricardo Anaya, pues en el expediente de éste asentó que “no existen datos de prueba suficiente, aun de manera circunstancial, que permitan acreditar el hecho con apariencia de delito en operaciones con recursos de procedencia ilícita”.119

			Al no comprobarse los delitos, la actuación de la PGR ha sido considerada como una intervención de carácter político, toda vez que los hechos imputados eran falsos. En este sentido, afirma Héctor Aguilar Camín, en el documento de la PGR hay una confesión de culpa: manipulación electoral y uso ilegal de los recursos del gobierno para atacar a un candidato. Por ello, 

			“esta confesión de Estado debiera tener alguna consecuencia jurídica, pues fue la misma Procuraduría, que ahora dice no tener pruebas –más bien pruebas en contrario– la que durante meses cruciales de la elección de 2018 fabricó delitos para atacar a un candidato”.120

			El resultado de las elecciones de 2018 y la inédita transición gubernamental

			Bastaron cuatro años para que el Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) se convirtiera en un partido-movimiento con presencia en todo el país: López Obrador obtuvo el 1° de julio de 2018, con la coalición Juntos Haremos Historia, 30 113 483 votos, 53.19% del total, lo que lo convirtió en la primera fuerza en las dos Cámaras del Congreso, en mayoría en una veintena de congresos estatales y gobierno en más de 300 municipios, incluidas 13 capitales (Gráfica 3).121
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			No existió un conflicto postelectoral, pues los organismos electorales tuvieron el mejor de los escenarios: que ganara la oposición y que lo hiciera con un amplio margen de victoria.122 De las nueve gubernaturas en juego, sólo en Puebla existió conflicto poselectoral.

			Una de las implicaciones inmediatas de su triunfo fue que los partidos PRI, PAN y PRD, que dominaron la escena política en las tres últimas décadas, perdieron posiciones, influencia y dinero: obtuvieron su peor resultado en elecciones presidenciales desde 1994; en conjunto, perdieron casi 21 millones de votos con respecto a 2012; quedaron reducidos a su mínima expresión histórica y encaran un reto mayor: sobrevivir frente a la nueva hegemonía encabezada por el movimiento de López Obrador debido a las pugnas internas que ya experimentaban, las cuales podrían tornarse en fracturas.123

			En los discursos que pronunció López Obrador en los 270 mítines de su campaña, fue delineando un país idílico: prometió “el reino de la justicia en la tierra”, un México sin corrupción, sin abusos de poder, sin frivolidades ni lujos en la alta burocracia; donde “los de arriba” ganen menos y “los de abajo” obtengan más. Un presidente sin residencia en Los Pinos; sin Estado Mayor Presidencial para él, sus familiares y amigos; sin pensión vitalicia; sin sueldazo; sin gastos excesivos de vestimenta, protocolo, viajes al extranjero, automóviles, telefonía, viáticos, y sin un ejército de asesores.

			El presidente electo prometió un Estado sin un órgano oficial de inteligencia dedicado al espionaje; sin contratos amañados ni contratistas consentidos, y sin una partida excesiva y discrecional en publicidad oficial. Una nueva administración pública descentralizada, donde junto con la Presidencia sólo media docena de secretarías de Estado se quedarían en la capital del país. López Obrador prometió una nueva política de seguridad, sin violaciones a los derechos humanos, con instituciones coordinadas entre sí y funcionarios que madrugaran para analizar la evolución diaria del delito; es decir, “un país de becarios y no de sicarios”.124

			López Obrador cuenta con una mayoría en el Congreso de la Unión que no se había visto desde 1977, año en el que el PRI perdió la hegemonía en la Cámara de Diputados, lo que le otorga mejores condiciones que sus antecesores para poner en marcha su proyecto de nación, aunque para lograrlo deberá mantener cohesionada su coalición legislativa, que está integrada con miembros de posiciones ideológicas tanto moderadas como extremas.

			Con un número de senadores y diputados que ni siquiera imaginaron tener, los partidos que llevaron a Andrés Manuel López Obrador cuentan con 70 senadores y 313 diputados federales, pertenecientes a Morena, PT y PES.125 Desde la instalación de la LXIV Legislatura empezaron los cambios en las leyes, es decir, el motor de la transformación hasta antes de la toma de posesión del presidente de la República ha sido el Congreso federal.

			Por lo que respecta al nuevo Senado, éste quedó integrado por una amalgama de políticos veteranos, ex diputados locales y medio centenar de personajes sin experiencia legislativa que conforman la LXIV Legislatura, donde Morena y sus aliados ocupan 70 de los 128 escaños; 10 de ellos se insertaron en el gabinete del nuevo gobierno, así como en las coordinaciones estatales que López Obrador consideró crear.126 De 27 congresos estatales que entraron en funciones a partir del 30 de agosto de 2018, la mayoría los representa mayoritariamente Morena.

			El 9 de agosto inició formalmente la transición de poderes entre los gobiernos de Enrique Peña Nieto y Andrés Manuel López Obrador. Correrían 113 días de un proceso regulado en la Ley de Administración Pública Federal y un acuerdo presidencial publicado el 24 de julio de 2017 en el Diario Oficial.127

			¿Pacto de impunidad entre Enrique Peña Nieto y Andrés Manuel López Obrador?

			Un mes antes de la jornada electoral de 2018, Andrés Manuel López Obrador anunció que, de ganar los comicios el 1° de julio, respetaría al presidente Enrique Peña Nieto hasta el último día de su gobierno; es decir, no apostaría a la dualidad de poderes, sino reconocería la autoridad del presidente hasta el último día de su mandato.

			Inmediatamente después de la elección, Peña Nieto consideró que la victoria de López Obrador había sido inobjetable –pues seguramente observó a lo largo del proceso electoral que no había variación significativa del puntero en “las mediciones”–, e invitó a López Obrador a reunirse con él, lo cual significaba de inmediato un mensaje de certidumbre.128 López Obrador aseguró que habló con el presidente Peña Nieto sobre la transición de gobierno, la autonomía del Banco de México y la paz para el país tras los comicios y que respaldaría al gobierno hasta que concluyera.129

			Un mes después de la elección se observó la celeridad con la que el presidente entrante informaba lo que estaba dispuesto a hacer, pero también sorprendió la urgencia del presidente saliente para entregar el despacho, sin intención de rendir cuentas.130 La transición, anunciada ordenada y armoniosa, al final no lo fue del todo, inquietaba, por lo incierto de la misma. López Obrador entró en funciones, a través de las declaraciones de sus planes y objetivos, tres meses antes de que terminara el mandato de Peña Nieto. Al anunciar todo lo que deseaba hacer, “liberó” a Peña Nieto de la obligación de responder por la crisis que heredaba en materia de seguridad, derechos humanos y corrupción.131 La situación que se vivió –en la que no había precedentes– fue considerada como paradójica, dando lugar a infinidad de contrasentidos.

			En realidad, Peña Nieto no se ausentó. Después de felicitar a López Obrador por su triunfo y manifestarle la disposición de su gobierno para construir una transición armoniosa, emprendió, frente a su último informe de gobierno, una insensata operación propagandística en busca de reivindicar su imagen pública y su gestión sexenal, como si el primero de julio no hubiesen recibido él, su gobierno y su partido una insólita descalificación masiva en las urnas.132

			En una entrevista, la periodista Rosa Elvira Vargas, frente a la posibilidad de ser perseguido, le preguntó si temía por él, su familia y colaboradores. Él respondió que su actuación como presidente siempre había sido de acuerdo con el mandato de la ley:

			he sido absolutamente cuidadoso de conducir y tomar las decisiones en alcance a la legalidad y eso es lo que me da tranquilidad (…) si hay alguien dentro de mi administración, dentro del gobierno, cuya actuación haya estado al margen de la ley y no se haya apegado a los principios de la ética que siempre se instruyó, pues cada quien tendrá que enfrentar sus propias responsabilidades.133

			La estrategia de ambos, tanto del presidente saliente como del entrante, fue para dar certidumbre mediante el compromiso de una transición ordenada y respetuosa en la que no existió ni un tipo de acuerdo,134 ni siquiera el pacto de silencio, pues resultó traumático que López Obrador dijera que “el país se encontraba en bancarrota”, lo cual fue una fuerte crítica al gobierno saliente.

			Esta situación reforzó una extendida versión de que el presidente electo estaba convencido de que el presidente Peña Nieto se había portado como todo un demócrata al negarse a autorizar que José Antonio Meade y Ricardo Anaya hubieran formado un frente común, declinando uno u otro y manteniendo una sola candidatura, así como frenar la operación de fraude electoral que había sido montada cuidadosa y ostentosamente.

			No obstante, López Obrador inició varias controversias (como la de realizar una consulta el 21 de mayo de 2019) para castigar a los ex presidentes de la República. La mayor de ellas fue cuando declaró su deseo de poner “punto final” a los casos de corrupción del pasado. Su propuesta de “perdonar” a políticos que incurrieron en actos de corrupción en el pasado no fue bien recibida por litigantes, especialistas y miembros del sistema anticorrupción.135 Su “controvertido” plan fue interpretado en el sentido de que perdonaba la corrupción a cambio de estabilidad en su gobierno. Su polémica propuesta de amnistía, se dijo, era producto de un pacto López Obrador-Peña Nieto, era una especie de guión que permitía el repliegue del segundo y el despegue del primero. Dicho pacto lo había operado para concretarlo el canciller Luis Videgaray, aseguró Carlos Navarrete, ex presidente del PRD.136

			Conclusiones

			Después de dos sexenios panistas, el retorno triunfal del PRI en 2012 confirmó la alternancia democrática y asombró por lograr reformas constitucionales importantes. Se dijo que habían retornado los que sí sabían gobernar. Enrique Peña Nieto se presentó ante el electorado como fruto de la renovación generacional en el PRI.

			Peña Nieto inició con una aprobación ciudadana del 60% y cinco años después estaba en 28%. ¿Qué sucedió con las novedosas ideas y planes para transformar a México? Se puede afirmar que su debilidad política fue producto de los niveles de impopularidad y de rechazo, pues el titular del Ejecutivo llegó debilitado en momentos cruciales de su administración. Su capacidad de maniobra fue acotada no tanto por sus adversarios, que los tuvo en diversos frentes, sino principalmente por el fondo y la forma de un estilo personal priista de gobernar utilizando los bienes públicos a su favor.137

			Enrique Peña Nieto se presentó en un principio como un negociador que sabía entenderse con otros. Su gobierno sabía negociar y era capaz de pactar. Pero la eficacia de su negociación disminuyó frente a sus propias iniciativas A muchos tomó por sorpresa la forma en la que el gobierno federal en aquel diciembre de 2012 tuvo la capacidad para convocar a la mayoría de las fuerzas políticas, para celebrar un acuerdo llamado Pacto por México, y que en un lapso menor a dos años surgiera el más importante grupo de reformas legislativas que el país haya experimentado en décadas. No obstante, sorprendió que en tan poco tiempo se fuera deteriorando paulatinamente la eficacia gubernamental, debido a una acumulación de agravios en diversos frentes, con un debilitamiento progresivo en la credibilidad de su liderazgo; cada crisis desgastaría más al gobierno y reduciría su interlocución con múltiples sectores.138

			Desde la óptica de los dirigentes nacionales del PAN y del PRD, Gustavo Madero y Jesús Zambrano respectivamente, el gobierno de Enrique Peña Nieto, después de la aprobación de las reformas estructurales, tenía grandes pendientes en economía, seguridad, combate a la corrupción y la impunidad, por lo que siempre le exigieron que cumpliera todo lo que había prometido.

			Para Gustavo Madero, diez de las reformas aprobadas habían sido compartidas por varios lustros en la agenda y las plataformas del PAN. Sin embargo,

			la foto del presidente Peña con la leyenda Saving México en la portada de prestigiadas revistas internacionales envenenó la disposición oficial: empezó la soberbia, al tiempo que la camisa de fuerza de los aliados del régimen acabó por imprimir nuevos términos a la relación gobierno-oposición (…) el Pacto corrió con la suerte de la imagen del presidente Peña que empezó a deteriorarse 180 grados a partir de los graves señalamientos de corrupción de su gobierno, de la pésima capacidad de control de daños y atención de crisis, de la soberbia y de la impunidad.139

			Para Jesús Zambrano, el PRD había establecido los primeros contactos con el equipo de Peña Nieto como presidente electo para la firma del Pacto, pero también había generado, con su salida, una ruptura del mismo. Este partido, una vez aprobada la reforma energética en noviembre de 2013, no sólo se propuso “corregir” las reformas aprobadas, sino revertirlas (el PRD promovió una consulta ciudadana para echar atrás la reforma petrolera que no fue aprobada por la SCJN).

			Zambrano señala que, en cuanto empezaron a dar fruto las primeras reformas, tanto el PRD como el PAN plantearon la necesidad de que los tres partidos firmantes (con el PRI) elaboraran notas informativas para difundirlas, lo cual no se concretó.

			…fue sin duda una falla grave que llevó a que el Ejecutivo se adjudicara los méritos y los partidos opositores sólo nos lleváramos los costos de los reclamos (…) paradójicamente, con toda la importancia de estas reformas para el país, el sexenio terminó en el descrédito, descalificado y con desilusión social, por su incapacidad de implementarlas de manera adecuada y por su cobarde complicidad al no combatir la corrupción.140

			También sorprendió a muchos la limitada capacidad del gobierno para reaccionar oportuna y contundentemente ante coyunturas críticas como la de Iguala, Guerrero, el manejo de la situación frente a las acusaciones de corrupción frente a la Casa Blanca, o la deficiente implementación de una medida económica tan impopular como la liberalización del precio de los combustibles en enero de 2017.

			Enrique Peña Nieto justificó siempre sus acciones. La autoevaluación de su gestión siempre fue positiva y sólo fue autocrítico y admitió públicamente algunos de sus errores e insuficiencias (en particular, frente a su sexto y último informe de gobierno), pero para muchos fue un negociador indigno que no representó decorosamente a México, pues no personificó valores públicos elementales. El juicio de su desempeño se expresó en los resultados de las elecciones de 2018, como la condena más severa que haya recibido jamás un presidente.141

			La falta de liderazgo, tanto de Peña Nieto como de su gabinete, trajo como consecuencia una ausencia de diálogo entre su gobierno y la sociedad. No existió un puente de comunicación constructivo y confiable. Frente a las crisis políticas que se presentaron en el sexenio, la inconformidad llevó a la crítica y eventualmente a la acción colectiva, pero no a un cambio concreto: no funcionó ningún juicio político y no existe la revocación del mandato.

			Conviene advertir que un gobierno como el de Peña Nieto, en la situación de la profunda crisis social iniciada a finales de 2013, que profundizó en 2014 y se agudizó en 2015 y se mantuvo en buena parte de 2016, hubiera sido insostenible en sistemas políticos de otros países. Un indicador de esta observación es que la mayoría de sus funcionarios se mantuvieron en el cargo y concluyeron su sexenio.

			Enrique Peña Nieto ofreció como parte de su campaña “Te lo firmo y te lo cumplo”, 266 compromisos. Para diciembre de 2017, conforme a una evaluación de la Confederación Patronal de la República Mexicana, solamente había cumplido con el 40% de las metas; es decir, 106 de los 266 compromisos.142

			El balance de la gestión de Enrique Peña Nieto en cuatro áreas importantes en las que ofreció un cambio de políticas públicas, nuevas estrategias y resultados, es negativo.143 Si tomamos como referencia el balance realizado por organizaciones civiles especializadas, por lo que respecta a la seguridad, la paz no llegó. En este rubro cambió el discurso, pero no la estrategia. El tema de la violencia se hizo a un lado, pero en silencio; el deterioro social siguió avanzando. Los años 2017 y 2018 fueron los más violentos.

			La corrupción fue la marca del sexenio. Peña Nieto hizo del combate a la corrupción una de sus primeras promesas como candidato presidencial y como presidente electo. A pesar de ello, su administración se vio envuelta en escándalos que lo involucraron a él, a su familia y a su primer círculo de colaboradores.

			La política social fue un fracaso y se utilizó electoralmente. A pesar de que el gobierno de Peña Nieto identificó problemas como la falta de coordinación territorial de los programas sociales, éstos no mejoraron su diseño y operación, lo que impidió que tuvieran un impacto importante en la reducción de la pobreza.

			En el Programa Nacional de Infraestructura, la administración realizó polémicas asignaciones de contratos de obra pública y canceló muchos de los proyectos anunciados. Una de las razones que explican el mediocre crecimiento económico de México es la baja productividad de la inversión pública. El proyecto del Tren México-Toluca fue considerado por los especialistas un caso de estudio de cómo no hacer obra pública en México.144

			Es preciso señalar en este balance de la gestión, que en México el Estado de Derecho es una debilidad y que durante el sexenio 2012-2018 el gobierno vivió una “profunda crisis” de confianza hacia las autoridades e instituciones. En este contexto, la impunidad es consecuencia de que las violaciones a los derechos humanos son resultado de una práctica sistemática y generalizada.

			Contrario a lo que se empeñó en afirmar a través de los medios, Peña Nieto le quedó a deber a la sociedad mexicana. En el último intento por redefinir su legado, el entonces presidente expresó: “cambiamos al país”, frase tan falsa o recurrente de los ex presidentes que, a la hora de autoevaluarse, se persuaden ellos mismos para convencer a los demás.145

			Lamentablemente para los mexicanos, Peña Nieto vació la Presidencia de autoridad, le restó poder y la dejó herida de muerte; es decir, desinstitucionalizada por la fatuidad y la poca seriedad con la que gobernó. En realidad, “lo que le interesaba al ahora ex presidente era poseer y ostentar símbolos externos del poder (trató a la Presidencia de la República como una “esposa trofeo” que realzaba sus atributos personales). Los asuntos del poder lo tenían sin cuidado, que para eso estaba Luis Videgaray”.146
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